



¿UN MODELO DE DERECHO 
PENAL DEL ENEMIGO? 
Análisis de la legislación y estudio de factores que 









Grado en Criminología 
 Trabajo realizado por Tatiana Monzó Gay 
Dirigido por Maider Imaz Mendizabal 





   
“Quien pone la seguridad por encima de la libertad 
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El presente trabajo está centrado en el fenómeno del terrorismo, específicamente el de 
corte yihadista, que parece suponer uno de los principales desafíos y amenazas para la 
sociedad actual. En primer lugar analiza la respuesta que se ha proporcionado a este 
fenómeno en las últimas décadas, particularmente desde el 11S hasta la actualidad. El 
objetivo es discernir si con el paso del tiempo las reformas implantadas en la normativa 
antiterrorista española han ido endureciendo la legislación, presentando esta cada vez 
más rasgos característicos del Derecho penal del enemigo. Por otro lado, trata de 
identificar los factores que han podido influir en el dictamen de las reformas legislativas 
que suponen tal endurecimiento,  para lo cual parte de una revisión de las exposiciones 
de motivos de las propias leyes y un análisis de los atentados yihadistas más próximos 
al dictamen de las mismas proyectados en los medios de comunicación (concretamente 
en las portadas de dos periódicos online: ABC y El País).  
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This assignment is focused on the phenomenon of terrorism, specifically the jihadist 
one, which seems to be one of the main challenges and threats for nowadays society. 
First, it aims to analyze the response that has been provided to this phenomenon 
throughout recent decades, particularly from 9/11 to the present day. In order to discern 
whether, over time, the reforms implemented in the Spanish anti-terrorist regulations 
have been tightening up the legislation; presenting more and more characteristic 
features of the enemy´s Criminal Law. Then, it tries to identify the factors that could 
have influenced the ruling of the legislative reforms that suppose such tightening, for 
which it starts from a review of the explanatory memoranda of the laws themselves and 
an analysis of the jihadist attacks closest in time to their ruling, screened in the media 
(specifically on the covers of two online newspapers: ABC and El País).  
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El terrorismo es un fenómeno que ha estado presente en sus diversas manifestaciones a 
lo largo de la historia. Pero en las últimas décadas parece haberse convertido en uno de 
los principales desafíos y amenazas para la sociedad global (González Ordóñez, 2019; 
Vaz, 2017) transformándose en el eje central de las agendas políticas de Occidente 
(Guio, 2020). Fueron los atentados del 11S el punto de inflexión que marcó un antes y 
un después en la historia del terrorismo (Benítez, 2003;  Calduch Cervera, 2001; 
Cordon, 2009; Fernández, 2007; Franch, 2006; Guio, 2020; Llinares, 2005; Morales, 
2012 & Zuinaga, 2011), generando profundos cambios en las normativas antiterroristas 
de todo el mundo (Benítez, 2003; Calduch Cervera, 2001; Cordon, 2009; Fernández, 
2007 & Franch, 2006), dando lugar a una guerra global contra el fenómeno terrorista 
(González & Sánchez, 2015).  
El primer problema con el que nos encontramos al abarcar el fenómeno del terrorismo 
es la inexistencia de una definición universal del propio término, lo que supone grandes 
dificultades para su tipificación penal (Zuinaga, 2011). Este vacío jurídico ha 
conllevado numerosas violaciones de los principios rectores del Derecho penal y 
procesal (Palacios & Riquert, 2007), llegando a incurrir, en determinadas ocasiones, en 
manifestaciones de un Derecho penal del enemigo en materia de delitos de terrorismo 
(Álvarez Conde & González, 2006; García, 2006; Jakobs & Meliá, 2003; Llinares, 
2005; Manna, 2006; Palacios & Riquert, 2007). 
Son algunos los estudios que han relacionado la información proporcionada por los 
medios de comunicación con esta supuesta guerra contra el terrorismo (García Alcaide, 
2016), por la forma en la que sobredimensionan el fenómeno del terrorismo yihadista, el 
cual presentan constantemente generando la idea de que su amenaza es mucho mayor de 
lo que realmente es, lo que suscita un sentimiento de inseguridad ciudadana (Guio, 
2020; González Ordóñez, 2019, Pérez, 2013; Sánchez, 2008). Esto ocasiona una 
demanda de mayor seguridad por parte de la ciudadanía, ejerciendo cierta presión social 
que genera una reacción simbólica por parte del Estado, que opta por la incorporación 
de medidas excepcionales al ordenamiento jurídico, superando los límites comunes de 
la legislación penal (Basoco, 2016; Guio, 2020; González Ordóñez, 2019; Rodrigo & 
dos Santos, 2016).  
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Con el paso del tiempo, el uso de estas medidas excepcionales parece acarrear la tan 
criticada presencia de elementos del Derecho penal del enemigo en la legislación 
antiterrorista, entre ellos: el adelantamiento de la punibilidad previa al perjuicio de un 
bien jurídico concreto, vulnerando así el principio de intervención mínima del Derecho 
penal; la ampliación desproporcional de las penas vulnerando así el principio de 
proporcionalidad de las penas; la disminución e incluso abolición, en supuestos 
determinados, de derechos fundamentales y garantías procesales del investigado; y la 
penalización en función del autor y no del hecho cometido (Basoco, 2016; Pastrana, 
2016; Royo, 2020;Vaz, 2017). Rasgos que según una gran cantidad de expertos en la 
materia parecen estar considerablemente presentes en la actual legislación antiterrorista 
española (Batarrita, 2006; Gil, 2014; Pastrana, 2016; Royo, 2020; Vaz, 2017).  
Partiendo de estas consideraciones previas, el presente trabajo se centra en analizar la 
evolución de la normativa antiterrorista española para discernir si con el paso del tiempo 
las reformas implantadas en la misma han ido endureciendo la legislación, presentando 
esta cada vez más rasgos característicos del Derecho penal del enemigo. Para ello, en el 
Marco Teórico analiza el fenómeno del terrorismo en general, mostrando el interés 
científico y social del mismo y los problemas existentes en su definición. Además, 
proporciona una conceptualización y definición del abstracto término “Derecho penal 
del enemigo”, mostrando las críticas que han surgido al respecto debido a su supuesta 
presencia en la legislación antiterrorista.  
Posteriormente, en la tercera sección analiza brevemente la normativa antiterrorista 
europea, tratando de identificar los factores que han podido influir en su configuración y 
recogiendo las principales críticas en relación a su posible incursión en el Derecho penal 
del enemigo. Después, en la cuarta sección procede a un análisis más detallado  de la 
normativa antiterrorista española, donde se detecta un paulatino endurecimiento de la 
legislación nacional en esta materia. Una vez corroborado esto, trata de identificar los 
rasgos del Derecho penal del enemigo que presenta en la actualidad la legislación penal 
española en materia de terrorismo.  
En la siguiente sección (sección quinta), se estudian los factores que han podido influir 
en el dictamen de las reformas que han supuesto tal endurecimiento. Para ello, se lleva a 
cabo una revisión de las portadas de dos periódicos online (ABC y El País), atendiendo 
a la ocurrencia de atentados yihadistas próximos al dictamen de las reformas y su 
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proyección en los medios de comunicación, analizando el impacto que tiene esto en la 
agenda social y estatal.  
Finalmente, partiendo del peligro que la aplicación del Derecho penal del enemigo 
supone, dedica una última sección (sección sexta) a exponer ciertas propuestas de 
modificación en la normativa antiterrorista y a plantear la necesidad de cambios en otros 
ámbitos para limitar su aplicación.   
2. MARCO TEÓRICO 
2.1 Terrorismo 
2.1.1  Interés científico y social del fenómeno terrorista 
El terrorismo, en sus diversas manifestaciones, es considerado actualmente uno de los 
principales desafíos y amenazas para la sociedad global (González Ordóñez, 2019 & 
Vaz, 2017). Éste fenómeno ha sido objeto de incontables debates a nivel mundial puesto 
que amenaza a las costumbres, la seguridad y el modo de vida propio de cada nación 
(Morales, 2012). En las últimas décadas se ha convertido en un eje central de las 
agendas políticas en Occidente, es considerado “una amenaza constante” que necesita 
ser erradicada para garantizar la existencia de un “mundo libre” (Guio, 2020, p. 190).  
 
2.1.2 Problemas en la definición del término “terrorismo” 
Se trata de un término que ha suscitado grandes controversias en su definición a lo largo 
de la historia puesto que varía dependiendo de la interpretación del fenómeno en sí, que 
oscilan desde un “acto de terror”, denominando a su ejecutor terrorista; hasta 
considerarlo un “combatiente por la libertad” (Zuinaga, 2011, p.11). Han sido 
numerosos los expertos que, desde ámbitos muy diversos
1
, han tratado de proporcionar 
una definición apropiada al término terrorismo que englobe la totalidad de sus 
manifestaciones, incluso se han llegado a realizar recopilaciones de diversas 
definiciones, como la realizada por Schmid entre 1936 y 1981 con la finalidad de 
encontrar las características generales subyacentes para establecer una única definición 
común (Rivas, 2007; Zuinaga, 2011).  
                                                             
1 Desde el ámbito académico, hasta el criminológico, pasando por el jurídico, el psicológico, el 
sociológico e incluso el político (Batarrita, 2006; Morales, 2012).  
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Pero a pesar de todos estos esfuerzos, en pleno siglo XXI sigue sin existir un consenso 
general en referencia a una definición universal del término “terrorismo” que permita 
una adecuada tipificación del mismo y por lo tanto una eficaz respuesta al fenómeno 
terrorista que tanta preocupación genera en la sociedad actual (Fernández-Laso, Amores 
& Aparicio-Ordás, 2019 & Zuinaga, 2011).  
La Organización de Naciones Unidas (ONU) establece dos elementos para la adecuada 
definición del delito de terrorismo: un plano objetivo, que requiere la ejecución de actos 
violentos de severidad y un plano subjetivo, que exige la presencia de la finalidad de 
intimidar o coaccionar a la población en general o a ciertas entidades estatales o 
internacionales particulares (Rivas, 2007).   
En el ámbito europeo, no se delimitaron unas características comunes para una 
tipificación del delito de “terrorismo” hasta  la promulgación de la Decisión Marco del 
Consejo 2002/475/JAI, de 13 de Junio de 2002, sobre la lucha contra el terrorismo
2
 
(Rivas, 2007) la cual en su artículo 1 bajo la rúbrica de Delitos de terrorismo y derechos 
y principios fundamentales establece que todos los estados miembros de la Unión 
Europea tipificarán como delitos de terrorismo los actos cometidos de forma intencional 
que “por su naturaleza o contexto” puedan perjudicar considerablemente un Estado u 
organización internacional, siempre y cuando éstos se cometan con la finalidad de 
intimidación a una población; coacción de poderes públicos u organizaciones 
internacionales; desequilibrio o devastación de aquellas estructuras primordiales de un 
Estado u organización internacional como las políticas, constitucionales, económicas o 
sociales. Incluyendo una lista detallada de aquellos actos que según la citada Decisión 
Marco serían considerados actos terroristas. Esta lista ha sido levemente modificada por 
la Directiva (UE) 2017/541, del Parlamento Europeo y del Consejo (15 de marzo de 
2017) relativa a la lucha contra el terrorismo tras el surgimiento de nuevos retos en 
materia de terrorismo, introducidos en los apartados f), i) de su artículo 3
3
.  
Y esta definición proporcionada ha sido ampliamente criticada por no abarcar todo el 
espectro terrorista existente en la actualidad, considerándola deficiente por carecer de 
suficiente precisión técnica (Rivas, 2007). Además se ha reprochado la falta de una 
                                                             
2 Actualmente se encuentra derogada por la Directiva (UE) 2017/541, del Parlamento Europeo y del 
Consejo (15 de marzo de 2017)  relativa a la lucha contra el terrorismo. 
3 Listado completo recogido en el Anexo 1 
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definición del término terrorismo en sí, puesto que se han proporcionado rasgos 
generales definitorios de actos terroristas pero no del propio fenómeno, lo que se conoce 
como el “enfoque fraccionado” de la definición de terrorismo (Zuinaga, 2011, p. 24). 
Se pueden encontrar estudios completos dedicados a esta cuestión, pero el presente 
trabajo no pretende alcanzar una definición universal del término, sino simplemente 
mostrar las grandes dificultades que actualmente siguen existiendo para la correcta 
conceptualización y definición de los delitos de terrorismo y el fenómeno terrorista en sí 
y el grave problema que esto supone en términos de tipificación penal. En efecto, se 
trata de un fenómeno que a nivel primario todavía no está concretamente definido y a 
nivel secundario, la respuesta contra el mismo es inmediata y severa. Es necesario 
alcanzar un consenso internacional para lograr una definición, contextualización y 
tipificación común del fenómeno y hasta que no se logre, no será posible prevenir ni 
responder al mismo de forma justa y eficaz (Basoco, 2016 & Zuinaga, 2011). Esta 
definición es tan estrictamente necesaria para la articulación de medidas 
contraterroristas porque “delimita el ámbito material de aplicación de dicha normativa”  
(Basoco, 2016 & Carrasco, 2010 citado en Zuniaga, 2011, p. 25;).  
 
Se recomienda también el estudio de las causas del fenómeno como medio para 
prevenirlo y se advierte de los peligros que ha conllevado este vacío jurídico: algunas 
legislaciones, a ámbito nacional e incluso internacional, utilizaron el término 
“terrorismo” para castigar una serie de actos concretos, violando los principios rectores 
del Derecho penal y procesal (Palacios & Riquert, 2007); llegando a incurrir, en algunos 
casos, en manifestaciones de un Derecho penal de autor (Rivas, 2007), concepto que se 
abordará con posterioridad en este apartado.  
 
2.1.3. Nueva tipología del fenómeno: el Terrorismo global 
Aunque parezca un problema reciente, el origen del fenómeno terrorista remonta a 
siglos anteriores, pero ha ido cambiando y evolucionando con el paso del tiempo, dando 
lugar a una gran diversidad de manifestaciones, definiciones y tipologías (Vaz, 2017 & 
Zuinaga, 2011).   
Pese a las mayúsculas controversias y diversidad de puntos de vista que este fenómeno 
suscita, aparentemente una gran mayoría de autores coinciden en la consideración de los 
atentados del 11 de septiembre en Estados Unidos, como un punto de inflexión que ha 
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marcado un antes y un después en la historia del terrorismo (Benítez, 2003;  Calduch 
Cervera, 2001; Cordon, 2009; Fernández, 2007; Franch, 2006; Guio, 2020; Llinares, 
2005; Morales, 2012 & Zuinaga, 2011).  
A partir de este momento se acuña un nuevo término, el Terrorismo global, para hacer 
referencia a esta actividad terrorista de ámbito transnacional (Llinares, 2005), 
caracterizada por la finalidad de atemorizar al mundo entero; pretende generar un 
sentimiento de inseguridad en la población civil para deslegitimar a sus gobernantes 
(Morales, 2012). Éste nuevo terrorismo aprovecha los medios de comunicación 
actuales, como internet, para alcanzar sus propósitos (Jordán & Torres, 2007); además 
presenta numerosas diferencias no solamente en sus objetivos, sino también en la 
dimensión de sus actos y su propia organización y estrategia (Paños, 2009). Permitiendo 
así el surgimiento de nuevas figuras terroristas tales como los “lobos solitarios”, 
personas que llevan a cabo actos terroristas de forma individual e independiente, sin 
pertenencia alguna o vinculación a organizaciones terroristas, a través de medios 
artesanales guiándose por la información proporcionada online (Costa, 2017).  
En el presente, la mayor representación del fenómeno del terrorismo global es el 
denominado terrorismo yihadista
4
, a partir del 11S el grupo terrorista Al Qaeda se 
percibe como una de las mayores amenazas a nivel mundial (Morales, 2012). Siendo en 
gran medida, los medios de comunicación de masas (radio, televisión, prensa escrita u 
online) los responsables de esta situación (García Alcaide, 2016). Puesto que 
sobredimensionan el fenómeno del terrorismo yihadista, el cual aparece constantemente 
generando la idea de que su amenaza es mucho mayor de lo que realmente es y por lo 
tanto, demandando el establecimiento de severas políticas para controlarlo y, en la 
medida de lo posible, combatirlo (González Ordóñez, 2019; Guio, 2020).  
 
                                                             
4
 El cual “está fundamentado sobre una base ideológica-religiosa, cuyos pilares se erigen en el más 
absoluto convencimiento. Los terroristas yihadistas pertenecen a una doctrina salafista radical” (Absaoui, 
2017, p.132) y pretende recuperar el Estado Islámico clásico, universalizando la yihad e islamizando el 
mundo desde un punto de vista dogmático basado en la escuela salafista, negando cualquier otra visión 
moderada del Islam (Absaoui, 2017, pp. 174-175). “Se trata de un  terrorismo difuso en el sentido 
ideológico, su único interés consiste en difundir el temor en la población como método para adquirir 
presencia pública y convertirse en “actor político” (Rivas, 2007, p.303).  
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2.2 Derecho penal del enemigo 
 
En este apartado se proporciona una explicación del significado del abstracto concepto 
“Derecho penal del enemigo”, mostrando sus orígenes, las posturas de la doctrina al 
respecto, junto con las críticas acerca de su presencia en la legislación con especial 
referencia a los delitos de terrorismo; y por último, se adelantan algunos peligros 
derivados la aplicación de este “tipo” de Derecho. Analizando la influencia que los 
medios de comunicación pueden tener; e introduciendo el conflicto entre libertad versus 
seguridad que tan presente se encuentra en la sociedad actual.  
 
2.2.1 Conceptualización y definición del término “Derecho penal del enemigo” 
El Derecho penal del enemigo es una tesis del penalista alemán Günther Jakobs, el cual 
como funcionalista radical concibe el Derecho penal de la siguiente manera (Velásquez, 
2005): por un lado existe el “Derecho penal de ciudadanos” cuyos sujetos gozan de 
todas las garantías y su finalidad es la reintegración social del delincuente; y por otro 
lado, se encuentra el denominado “Derecho penal del enemigo” dirigido a personas 
peligrosas que se han alejado permanentemente del Derecho, carecen de la intención de 
rehabilitarse y por este motivo se disminuyen sus garantías y se reducen sus derechos 
fundamentales (Vaz, 2017). Las características principales de este “tipo” de Derecho 
penal según Jakobs son: un extenso adelantamiento de la punibilidad previa a la 
comisión delictiva y al perjuicio de un bien jurídico concreto; una ampliación 
desproporcional de las penas, dirigidas a hechos futuros; y la disminución o incluso 
abolición, en determinados casos, de derechos fundamentales y garantías procesales y 
penales del investigado, el cual es considerado enemigo (García, 2006 & Gil, 2014).  
Son algunos los autores que consideran este Derecho penal del enemigo como un 
resultado de la mezcla de los siguientes fenómenos: Derecho penal simbólico, 
punitivismo y Derecho penal de autor (Gil, 2014 & Meliá, 2006). Conceptos que 
difieren del propio Derecho penal del enemigo en mayor o menor medida, y merecen 
una pequeña definición para su adecuada diferenciación.  
En primer lugar, el Derecho penal simbólico es un Derecho penal simplemente 
instrumental, donde las finalidades ocultas de tranquilizar a la sociedad se sitúan por 
encima de las realmente importantes en nuestra democracia (Van, 2017 citado en Ruiz, 
16 
 
2018), siendo la tipificación penal un simple artilugio para favorecer la instauración de 
una identidad social (Meliá, 2006).  
Respecto al punitivismo, existe cierto desacuerdo en su definición (Matthews 2005 & 
Serrando, 2013 citado en González, 2015) pero se emplea para referirse a los cambios 
divisados en la política criminal, el hecho de aumentar las penas como único 
instrumento para controlar la criminalidad (Meliá, 2006) y a la evolución de la opinión 
pública respecto al castigo de los infractores (Hamilton, 2014 citado en González, 
2015); cabe mencionar la habitual confusión que se suele dar entre éste término y el 
propio Derecho penal del enemigo al analizar su presencia en ciertas leyes penales. 
Estos dos conceptos se deben diferenciar del populismo punitivo, que es definido desde 
la Criminología como el uso de políticas criminales “neoconservadoras” y del propio 
Derecho penal, dirigido a la proyección de ideas punitivas a la sociedad con la finalidad 
de generar opinión pública cómplice en esta materia (Peres Neto, 2010, p. 262).  
Por último, el Derecho penal de autor es un Derecho penal en el que el castigo no se 
impone por el hecho delictivo cometido sino atendiendo a las cualidades personales del 
sujeto considerado  peligroso para la sociedad (Martínez Casado, 2019). Este parece 
estar intrínsecamente ligado al Derecho penal del enemigo en los términos planteados 
por Jakobs (Demetrio-Crespo, 2007). 
Una vez aclarado esto, se puede concluir que el Derecho penal del enemigo es un 
Derecho penal de autor (Demetrio-Crespo, 2007) y tiene sus bases en un Derecho penal 
simbólico y en un punitivismo, constituyendo “una nueva fase evolutiva sintética de 
estas dos líneas de desarrollo” (Meliá, 2010, p. 32).  
Además, tiene cierta relación con el Derecho penal de emergencia, el cual se podría 
definir como la “adopción de medidas urgentes y excepcionales”  para responder a las 
presiones sociales en situaciones de crisis (Rodrigo & dos Santos, 2016, p.488). Este 
“tipo” de Derecho penal presenta algunas características comunes al Derecho penal del 
enemigo, como: el adelantamiento de la punibilidad previa al perjuicio de un bien 
jurídico concreto, vulnerando así el principio de intervención mínima del Derecho 
penal; la ampliación desproporcional de las penas vulnerando así el principio de 
proporcionalidad de las penas; y la disminución e incluso abolición, en supuestos 
determinados, de derechos fundamentales y garantías procesales del investigado; y la 
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penalización en función del autor y no del hecho cometido (Basoco, 2016; Rodrigo & 
dos Santos, 2016).  
Teóricamente, la diferencia esencial entre ambos es que en el Derecho penal de 
emergencia se aplican medidas excepcionales que serán suspendidas una vez finalice la 
situación de crisis que ha conllevado su implementación; mientras que en el caso del 
Derecho penal del enemigo estas medidas excepcionales quedarán asentadas de forma 
permanente en el sistema, una vez haya acabado la situación de crisis que las justificaba 
(Basoco, 2016). 
Sin embargo, el concepto de Derecho penal del enemigo en los términos descritos por 
Jakobs, presenta ciertas características destacables más allá de las previamente 
mencionadas. En primer lugar, la propia consideración del enemigo, siendo aquel que 
se aleja permanentemente del Derecho sin garantizar un mínimo de convivencia 
establecido en la sociedad. Los clasifica en tres áreas dependiendo del objeto de estudio: 
el delincuente sexual y el criminal habitual (atendiendo a su actitud); los delincuentes 
económicos y aquellos dentro de la criminalidad organizada (si se estudia su 
ocupación); y los terroristas, criminales organizados, traficantes de drogas o 
conspiración de asesinato (si se analiza su vinculación con una organización) (Meliá & 
Díez, 2006, p. 3). Esta concepción de los terroristas, plantea numerosas cuestiones en la 
actualidad, puesto que la mayoría de ataques son llevados a cabo por los denominados 
“lobos solitarios” y no parecen encajar dentro de ninguna categoría de enemigos 
terroristas según los postulados de Jakobs, ya que no se encuentran vinculados a una 
organización.  
Por otro lado, la idea de la inocuización o incapacitación del delincuente enemigo como 
fin de la pena partiendo de la mayor peligrosidad que éstos presentan ya sea por su 
infidelidad a la norma (como defendía Jakobs) o por el temor a una futura culpabilidad 
(idea tratada por otros autores como Bernardo Feijo Sanchez) (Sánchez, 2006). Esta 
inocuización jakobsiana persigue la finalidad de garantizar una seguridad mínima a los 
ciudadanos fieles al Derecho y responder al deber que los Estados tienen de garantizarla 
(Sánchez, 2006). Llevando este deber de garantizar la seguridad ciudadana a una 
neutralización de los riesgos potenciales por parte de los Estados, con la intención de 
prevenir la comisión de futuros delitos, en este caso de terrorismo (Ladrón de Guevara 
Pascual, 2018). Es en este intento de neutralización de los riesgos potenciales donde 
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radica la aplicación de medidas propias del Derecho penal del enemigo en las 
legislaciones antiterroristas (Ladrón de Guevara Pascual, 2018). El problema es que esto 
es incompatible con un Estado democrático de Derecho, dentro del cual la meta del 
Derecho penal es la resocialización del delincuente (Sánchez, 2006). 
2.2.2 Orígenes del término  
El origen del término remonta a 1985 durante el Congreso de Profesores de Derecho 
Penal celebrado en Frankfurt. En ese momento Jakobs introdujo la expresión “Derecho 
penal del enemigo” para hacer referencia al Derecho penal alemán (Strafgesetzbuch) 
vigente en la época, que castigaba la peligrosidad de los sujetos, aunque sus actos 
todavía no hubiesen afectado a bienes jurídicos concretos. El autor utilizó el término 
para criticar la violación de garantías ciudadanas y el trato de “enemigo” que se 
proporcionaba a estos sujetos (García, 2006; Meliá & Díez, 2006). Poco más de una 
década después, Jakobs retomó el concepto con la finalidad de hacer frente a los nuevos 
retos delictivos de la época: el sistema económico y la globalización. Fue en ese 
momento, cuando el autor estimó oportuna la creación de un nuevo “Derecho penal” 
para proteger efectivamente los bienes y evitar los riesgos, siendo inevitable la 
distinción de aquellos sujetos que se han alejado del Derecho como las “no personas” a 
las cuales se les trataría conforme a unas reglas singulares. Es por este motivo, que el 
Derecho penal del enemigo presenta una anticipación de la punibilidad para aquellos 
autores de delitos especialmente peligrosos, una “legislación penal de lucha” y una 
disminución de garantías procesales (Meliá & Díez, 2006, p. 3).  
Jakobs basa la necesidad de la creación de un Derecho penal del enemigo en la 
siguiente noción: para nuestro Estado de Derecho éste nuevo Derecho perfectamente 
delimitado tendría una menor peligrosidad que la combinación del Derecho penal en su 
totalidad con características propias del Derecho penal del enemigo (Jakobs & Meliá, 
2003).  
Pero no fue hasta el 11 de septiembre de 2001, momento en el cual tuvieron lugar varios 
atentados terroristas en Estados Unidos, cuando surgió un considerable interés en el 
ámbito penal por el uso de dicho Derecho penal del enemigo. El gobierno 
estadounidense declaró un “Estado de guerra”, que involucró posteriormente a la 
mayoría de países occidentales, contra un sector de la población, el extremista 
musulmán (Meliá & Díez, 2006, p. 3). El propio Jakobs se manifestó al respecto, 
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considerando la respuesta proporcionada por las autoridades estadounidenses a 
semejantes atentados como un claro ejemplo de aplicación del Derecho penal del 
enemigo en los términos por el descrito (García, 2006; Meliá & Díez, 2006).  
Aunque los orígenes del término daten en 1985, famosos autores previamente habían 
hecho referencia a este concepto de Derecho penal del enemigo, pero sin acuñar un 
término concreto. La concepción de relación amigo-enemigo fue ideada por Carl 
Schmitt, un teórico del nazismo alemán, que defendía la necesidad de realizar una 
distinción entre los ciudadanos y eliminar al enemigo para alcanzar una sociedad 
homogénea y pura. No obstante, casi un siglo antes ya se había concebido esta idea, de 
la mano de autores como Welzel y von Liszt (Zaffaroni, 2006), este último llegó a 
considerar a los infractores como una “especie inferior del género humano”, ideas 
propias del “positivismo criminológico peligrosista”
5
 (Lascano, 2006, pp. 203-232). Al 
igual que Fichte y Rousseau, quienes consideraban a los delincuentes en su totalidad 
enemigos; también Hobbes lo hacía, aunque solamente a aquellos considerados “reos de 
alta traición”; la misma distinción realizaba Kant para aquellos sujetos que lesionaban 
derechos y perjudicaban la seguridad del resto (Jakobs & Meliá, 2003, p. 55). 
2.2.3 Posturas de la doctrina acerca del Derecho penal del enemigo  
En este subapartado se recogen las diferentes posturas de la doctrina acerca del Derecho 
penal del enemigo, presentando las principales críticas al respecto. Los diversos puntos 
de vista analizados se distinguen en su forma de concebir y reflexionar acerca del 
Derecho penal del enemigo, pero la mayoría de ellos admiten la existencia de una serie 
de preceptos que no encajan en el Derecho penal de nuestro Estado democrático de 
Derecho (García, 2006); planteándose algunos incluso la necesidad de un Derecho de 
excepción, sea cual fuere su denominación (Meliá, 2006). A continuación, se muestran 
algunas de las posturas más destacadas.  
A lo largo de los años, el postulado de Jakobs ha sido objeto de análisis y crítica por 
numerosos expertos en la materia (Meliá & Díez, 2006), como Francisco Muñoz Conde 
quien considera el aumento de las penas desproporcional, al igual que la supresión 
extrema de las garantías procesales del imputado y por último reprocha la intervención 
preventiva característica de este Derecho penal (Muñoz Conde, 2010 citado en Vaz, 
                                                             
5 Corriente criminológica que partía de un determinismo centrando la atención en el delincuente y su 
peligrosidad en lugar de en el hecho delictivo cometido (Gamboa, 2012).  
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2017), considerando inviable la “coexistencia pacífica de dos modelos diferentes de 
Derecho penal, uno respetuoso de garantías y derecho fundamentales y otro para 
enemigos” en el que se vulnera todo lo anterior (Palacios & Riquert, 2007, p. 165) . 
Asimismo Kai Ambos considera el Derecho penal del enemigo definido por Jakobs un 
“contradictio in adiecto”
6
por las siguientes razones: por ser un Derecho preventivo, que 
actúa con anterioridad al hecho delictivo cometido para evitar peligros; y porque se trata 
de un Derecho penal de autor en lugar de hecho, que no lo considera útil para una 
prevención general positiva (2006, pp.119-162). Al igual que Alejandro Aponte (2004), 
quien critica el hecho de que se juzgue preventivamente atendiendo a la estimada 
peligrosidad del sujeto; considerando esta reducción de derechos fundamentales y 
garantías incompatible con el Estado social y democrático de Derecho del que presume 
nuestro país en el primer artículo de su Constitución (Llinares, 2005 & Sánchez, 2006), 
puesto que viola principios esenciales como la igualdad ante la ley (Velásquez, 2005) o 
el famoso principio de legalidad que rige el Derecho penal (Meliá, 2006).  
En algunas ocasiones, ciertos autores como Silva Sánchez han llegado a considerar 
apropiada la aplicación de dicho Derecho penal del enemigo de forma “transitoria y 
excepcional” para determinadas formas de criminalidad que sugieren la implantación de 
medidas más radicales que las existentes (Quesada, 2009).  Este autor concibe el 
Derecho penal como un conjunto de velocidades, distinguiendo tres tipos: siendo la 
primera velocidad aquel sector en el que ciertas penas privativas de libertad son 
implantadas pero que goza de las garantías y los derechos clásicos; la segunda, se trata 
de aquellos casos en los que se aplican penas pecuniarias o restrictivas de derechos, 
caso en el cual se respetarían las reglas tradicionales de sanción y garantías clásicas; y 
una tercera velocidad, en la que se impondrían penas privativas de libertad junto con 
una privación de derechos fundamentales. (García, 2006, pp.1-50). 
Pero generalmente, este Derecho penal del enemigo es considerado contradictorio al 
propio Derecho penal en su totalidad, puesto que este último es la “negación del 
enemigo” y de la guerra en sí; además el primero, vulnera el principio de legalidad al 
centrarse en los autores del delito en lugar de en la acción cometida, castigando el 
“quién” en lugar de el “qué” (Ferrajoli, 2007, p. 12).  Se considera políticamente 
                                                             
6 Contradicción en anexión, es decir, la existencia de una contradicción  entre el sustantivo y el adjetivo 
de una misma frase (Enciclopedia Jurídica, 2018).  
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erróneo, inconstitucional, e ineficaz en términos de prevención del delito un Derecho 
basado en demonizar a ciertos colectivos, dejando de ser un Derecho penal de hecho 
para convertirse en uno de autor (Meliá & Díez, 2006). Además, en la valoración 
costes-beneficios tendrían un resultado innegablemente negativo, como afirma Meliá 
(2002) en su obra “Derecho penal” del enemigo y delitos de terrorismo.  
Se define como un Derecho penal ilegítimo porque no respeta el derecho a la dignidad 
humana, siendo éste un Derecho Fundamental en el ordenamiento jurídico español; e 
infringe un principio trascendental de la teoría del Derecho, al tratarse de un “Derecho 
penal de autor” (Demetrio-Crespo, 2007, p. 145). Por lo tanto el Derecho penal del 
enemigo es plenamente incompatible con el Derecho penal del Estado de Derecho 
(Conde, 2007), incluso se ha llegado a caracterizar el propio concepto como 
“perjudicial” e “innecesario” (Demetrio-Crespo, 2007, p. 145).  
2.2.4 Presencia del Derecho penal del enemigo en la legislación, especial referencia 
a los delitos de terrorismo  
A pesar de la gran cantidad de críticas que se han evidenciado al respecto, el Derecho 
penal del enemigo ha sido aplicado en mayor o menor medida en las legislaciones 
nacionales propias, postura defendida por una multiplicidad de penalistas. Casi dos 
décadas atrás, el propio Jakobs ya admitía  la presencia de características típicas de este 
Derecho penal del enemigo en la regulación penal internacional y nacional (Jakobs & 
Meliá, 2003; Llinares, 2005).  
Numerosos autores divisan estas características especialmente en los delitos de 
terrorismo (Meliá, 2006), fenómeno en el que se centra el presente trabajo, como bien 
indicaba Alicia Gil en su obra La expansión de los delitos de terrorismo en España a 
través de la reinterpretación jurisprudencial del concepto de organización terrorista 
(2014). Anteriormente, con casi una década de diferencia  estas ideas eran plasmadas 
por la jurista Adela Asúa Batarrita, quien afirmaba que las reformas penales en España 
avanzaban paulatinamente hacia “el campo de las presunciones de peligrosidad”, 
especialmente en aquellos ámbitos como el terrorismo, el cual a su juicio “constituye el  




Más recientemente, algunos autores han criticado que las medidas emprendidas en 
materia de terrorismo, que inicialmente tenían un carácter provisional de emergencia, 
con el paso del tiempo se han ido transformando gradualmente en “normalidad 
estructural” y en la actualidad están plenamente integradas en la legislación penal 
común, constituyendo así un Derecho penal del enemigo  (Basoco, 2016, p. 29). 
2.2.5 Peligros derivados de su aplicación  
Según Jakobs “los terroristas no pueden ser considerados ciudadanos sino enemigos” 
(Ladrón de Guevara Pascual, 2018, p. 53) porque llevan a cabo numerosos actos 
contrarios al Derecho, utilizando la violencia con la finalidad de generar terror y acabar 
con la democracia. Es por este motivo que propone su diferente trato ante la ley 
mediante la creación del Derecho penal del enemigo para garantizar el derecho a la 
seguridad del resto de ciudadanos (Ladrón de Guevara Pascual, 2018; Llinares, 2005 & 
Zaffaroni, 2006).  
Pero se encuentran argumentos convincentes para intentar evitar la aplicación de este 
Derecho penal del enemigo en cualquier legislación, como el postulado por Ferrajoli en 
su obra  El derecho penal del enemigo y la disolución del derecho penal (2007): no se 
debe entrar en una “guerra” contra el terrorismo, pues son conceptos que se “alimentan 
recíprocamente” y jamás podrán vencerse; es el Derecho penal clásico el encargado de 
terminar con esto y no la aplicación del denominado Derecho penal del enemigo 
(Ferrajoli, 2007, pp.17-18). Si se llevan a cabo medidas basadas en este último Derecho, 
estaríamos asemejándonos a los terroristas que tanto queremos combatir, siendo esta 
una de sus técnicas fundamentales para deslegitimar a los Estados (Ferrajoli, 2007).  
Son muchos los motivos expuestos a lo largo de la historia que denuncian y pretenden 
evitar la aplicación de un Derecho penal del enemigo en la legislación española, por 
suponer una violación de algunos de los principios básicos del Derecho penal y una 
vulneración de ciertos derechos fundamentales de los ciudadanos (Grupo de Estudios de 
Política Criminal, 2013; Meliá, 2002). A ellos se suma la peligrosidad inherente que 
surge de la aplicación de un Derecho penal de autor, característica conformante del 
Derecho penal del enemigo según diversos expertos como Manuel Cancio Meliá (2006), 
Juan María Terradillos Basoco (2016) Carlos Julio Lascano (2006), Alicia Gil Gil 
(2014) o Kai Ambos  (2006), entre muchos otros.  
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La esencia definitoria del concepto de Derecho penal del enemigo es la fundación de 
una guerra para luchar contra aquellos sujetos singularmente peligrosos, los 
denominados enemigos (Meliá, 2006). De esta manera, se origina una “demonización” 
de ciertos colectivos, conllevando su posterior exclusión social (Gil, 2014, p.109; Meliá, 
2006 & Olivares, 2006). Como ocurre en Occidente con el Islam y todo aquello que el 
mismo representa, visionando a los extranjeros como enemigos en su afán de encontrar 
culpables, y esto ocurre especialmente cuando son musulmanes (Llinares, 2005; 
Olivares, 2006 & Olivares, 2007). Este enfoque parte de antiguas teorías como la del 
etiquetamiento
7
, clasificando a este colectivo como “desviado” (de Paz, 2006, pp.845-
892). En definitiva, al tratarse de un Derecho penal de autor (en lugar de hecho), en los 
supuestos de terrorismo yihadista se suele generar una discriminación social hacia el 
colectivo musulmán en su totalidad, considerándolos culpables de los hechos (Llinares, 
2005). Utilizando así el Derecho penal en lugar de para la “convivencia” para la 
“defensa” (Olivares, 2006, pp. 687-712). 
2.2.6 Influencia de los medios de comunicación  
Este fenómeno parece tener raíces en la gran cantidad de información proporcionada por 
los medios de comunicación de masas, los cuales son la principal fuente de información 
para la sociedad actual (López López & Morillo Calero, 2005); y se ha demostrado que 
tienen gran influencia en la formación de la opinión pública
8
 (Ferreres, 2009 & Inzunza-
Acedo, 2017).  
Son algunos los estudios que intentan demostrar cómo en las últimas décadas los 
medios de comunicación han ido magnificando la amenaza que supone el terrorismo 
yihadista para nuestra sociedad, suscitando así un sentimiento de inseguridad ciudadana 
(Pérez, 2013; Sánchez, 2008). Esto contribuye a la difusión del miedo y a la 
                                                             
7
 Teoría sociológica de la desviación que fue formulada por Howard Becker en la década de los 70 en 
Estados Unidos y que en términos criminológicos defiende lo siguiente: es la sociedad la que etiqueta a 
los delincuentes pertenecientes a minorías  como desviados por salirse de las normas mayoritarias 
establecidas, generando así una exclusión social de los mismos y haciendo que vuelvan a cometer delitos 
para satisfacer sus necesidades básicas (Hikal, 2017)  
8 Existen teorías como la agenda setting, “según  la cual el público recurre a las pistas de relevancia que 
le ofrecen los medios de comunicación de masas para organizar su propia agenda y decidir cuáles son los 
temas más importantes en la consideración pública” (Ferreres, 2009, p.1) 
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implantación del terror en la sociedad, incurriendo en la teoría del pánico moral
9
 hacia 
el fenómeno del terrorismo yihadista (Walsh, 2017), lo que, a su vez, genera una 
“demanda social” de endurecimiento penal: “el populismo punitivo” (Pérez, 2013, p. 
86). 
Esta “utilización demagógica” de la acción popular en procesos de terrorismo tiene un 
gran riesgo y perjudica la toma de decisiones justas al respecto (Grupo de Estudios de 
Política Criminal, 2013, p. 19), fomentando la adopción de medidas tanto políticas 
como jurídicas que acosan institucionalmente al islam en su totalidad y, por extensión, a 
los musulmanes en particular (Gómez, 2019). Debido a la información que 
proporcionan los medios de comunicación sobre el colectivo islámico, promoviendo 
incluso el surgimiento de cierta islamofobia
10
 (Barbero & Sánchez- García, 2018; 
Camargo & Sanchez, 2016).  
Por este motivo, la elección de un término u otro por parte de los medios de 
comunicación resulta crucial. Por ejemplo, la simple utilización del término terrorismo 
“islámico” en lugar de terrorismo “yihadista” ya contribuye al incremento del 
sentimiento de islamofobia, puesto que “fomenta la visión negativa del islam como 
religión violenta” (Saini, 2009 citado en Barbero & Sánchez-García, 2018, p. 513).  En 
esta misma línea Carla Calvo Barbero y Pilar Sánchez García, llevaron a cabo un 
estudio sobre Islamofobia en la prensa escrita: de la sección de opinión a la opinión 
pública (2018), en el que demuestran la existencia de discursos racistas en los medios 
de comunicación que se van a analizar en el presente trabajo (ABC y El País) que 
incluyen sesgos islamófobos para crear una imagen de otredad que perpetúan en el 
imaginario social.  
Otros estudios destacados son el realizado por Laura Pozuelo,  La política criminal 
mediática (2013) que muestra la influencia de los medios de comunicación en las 
                                                             
9
 Enunciada por el sociólogo Stanley Cohen en el año 2002; se refiere a “momentos puntuales de alarma 
en los que, más que fuentes de riesgo o daño, los eventos y comportamientos específicos de un grupo de 
personas se perciben como una amenaza para los fundamentos normativos de la sociedad” (Walsh, 2017, 
p.645). 
10 Término cuyo origen remonta a  1990 y que “hace referencia a las percepciones globales negativas y 
peyorativas sobre el islam y a la discriminación contra los musulmanes por prejuicios y razones de odio 




reformas introducidas en el Código Penal español, a través del siguiente proceso: lo 
recogido en la agenda mediática, crea la agenda pública, que a su vez, influye en la 
configuración de la agenda política y conlleva ciertas reformas legislativas. Así como el 
realizado por Rodrigo y dos Santos, Derecho penal de emergencia: medios de 
comunicación y adopción de medidas penales excepcionales (2016), que demuestra la 
existencia de una relación entre los medios de comunicación y la adopción de medidas 
penales de emergencia, por el papel que juegan en la formación de la opinión pública en 
relación a la criminalidad.  
Tras una revisión de estudios previos en la materia, se puede afirmar que existe cierta 
relación entre los medios de comunicación y la adopción de medidas penales de 
emergencia que permanecerán en el tiempo. Motivo por el cual, han sido considerados 
“punitivos” y “peligrosos para los derechos fundamentales” (Sánchez, 2008, p.189).  
Esto es debido a que la presión social derivada del sentimiento de inseguridad 
ciudadana generado, en gran medida, por los medios de comunicación  respecto a la 
delincuencia violenta en general, ocasiona una reacción simbólica por parte del Estado, 
que opta por la incorporación de medidas excepcionales al ordenamiento jurídico que 
superan los límites comunes de la legislación penal (Rodrigo & dos Santos, 2016). Es 
decir, la aplicación de un Derecho penal de emergencia para responder a la amenaza que 
supone tal delincuencia, en nuestro caso el fenómeno del terrorismo yihadista (Rodrigo 
& dos Santos, 2016); lo que a largo plazo, puede acabar conllevando la aplicación de un 
Derecho penal del enemigo en la normativa antiterrorista (Basoco, 2016). 
 2.3 Conflicto: Libertad vs. Seguridad 
En el presente, según el punto de vista de autores como García (2006) todavía nos 
encontramos inmersos en la época de “la modernidad", concepto que en sociología y 
política es sinónimo de sociedad del riesgo
11
, siendo ésta considerada una de las bases 
principales del Derecho penal del enemigo (pp.1-50). Tal y como afirmó  Meliá en su 
                                                             
11
 Teoría introducida por Beck en los 80 en su obra Risk Society. Towards a new modernity, donde la 
describe como un “tipo de sociedad que incluye una perspectiva específica basada en la forma en la que 
experimenta los riesgos siendo en esa época principalmente la salud y el medioambiente” (Leiss et al. 




obra De nuevo: ¿”Derecho penal” del enemigo? (2006), “la percepción de los riesgos – 
como es sabido en sociología- es una construcción social que no está relacionada con 
las dimensiones reales de determinadas amenazas” y argumenta como las figuras a las 
que se enfrenta el Derecho penal del enemigo no constituyen realmente el peligro social 
que se les atribuye, tampoco el terrorismo (p. 22). Estos planteamientos están 
relacionados con el famoso conflicto de Libertad vs. Seguridad  que es una constante a 
lo largo de la historia y está enormemente presente en la sociedad contemporánea, 
especialmente en relación al fenómeno del terrorismo yihadista (Demetrio-Crespo, 
2007).  
Para analizar esto, primero se debe partir de la concepción de Jakobs, según la cual el 
Derecho penal del enemigo es un derecho a la seguridad para aquellos ciudadanos fieles 
al Derecho (Sánchez, 2006). Partiendo de esto, la sociedad reclama la necesidad de 
seguridad justificando incluso la reducción de ciertas libertades personales para alcanzar 
tal objetivo (Vaz, 2017). Pero, en su lugar, esta incesante demanda de seguridad 
solamente ha conllevado un endurecimiento de la normativa penal, incrementando la 
extensión de la pena para cada uno de los supuestos de terrorismo y una reducción de 
derechos y garantías fundamentales de los ciudadanos (Faraldo-Cabana, 2006; Vaz, 
2017).  
Aunque hay algunos autores como Llinares (2005) que admiten que la excepcionalidad 
es una medida adecuada y, en ciertas ocasiones necesaria, para luchar contra el 
terrorismo, anteponiendo así la seguridad a la libertad en tiempos de crisis; pero aclara 
que esta intervención excepcional nada tiene que ver con el Derecho penal del enemigo, 
al cual considera anticonstitucional (Llinares, 2005).  
En relación a la seguridad, cabe destaca la necesidad de que el Estado garantice la 
seguridad ciudadana, pero ésta debe ser proporcionada en su justa medida, dentro de los 
límites del Derecho penal. Puesto que la sociedad actual está inmersa en la ya citada 
sociedad del riesgo y la imposición de medidas que violen la Constitución española, 
como es el Derecho penal del enemigo, no justifican la finalidad de reducir el riesgo 
(Vaz, 2017). “La virtud, tal y como dijo Aristóteles, siempre se encontró en el término 
medio” y por lo tanto debe garantizarse un equilibrio entre seguridad y libertad, 
garantías constituciones y penales para hacer frente a este fenómeno terrorista (Vaz, 
2017, p.11).  
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La lucha contra el terrorismo debe llevarse a cabo mediante los instrumentos que la 
legislación ordinaria nos brinda, rechazando cualquier medida militar ni excepcional 
(como el Derecho penal del enemigo), y siempre respetando los principios 
conformantes del Estado de Derecho, fomentando la coordinación nacional e 
internacional (Álvarez Conde & González, 2006).  
Respecto a este conflicto, se ha demostrado en numerosas ocasiones como una incursión 
tanto en la privacidad como en cualquier otro derecho fundamental de los ciudadanos, 
no es una garantía de seguridad (Álvarez Conde & González, 2006, p. 2). Haciendo 
referencia aquí a la célebre frase de Benjamín Franklin “quién prima la seguridad sobre 
la libertad no tiene derecho ni a la una ni a la otra” (Álvarez Conde & González, 2006, 
p. 2). 
3. NORMATIVA ANTITERRORISTA EUROPEA 
 
Antes de proceder al análisis de los posibles elementos del Derecho penal del Enemigo 
en la legislación antiterrorista española, es importante observar la normativa Europea en 
relación al fenómeno terrorista. En este apartado se va a llevar a cabo un análisis de la 
principal regulación europea existente en materia de terrorismo, intentando analizar los 
factores que conllevaron cambios en la misma y examinando su posible incursión en un 
Derecho penal del Enemigo.  
3.1 Enumeración de la normativa implantada y análisis de factores que pueden 
influir en su configuración.  
Desde 1970 encontramos significantes iniciativas de naturaleza policial para luchar 
contra el terrorismo, como la ratificación del Convenio Europeo para la Represión del 
Terrorismo (firmado por orden del Consejo de Europa en Estrasburgo a 27 de enero de 
1977), que surgió para hacer frente a la proliferación del fenómeno terrorista en la 
época, demandando la adopción de medidas efectivas para evitar que los autores de esta 
tipología delictiva quedasen impunes, para lo cual consideraron la extradición como 
medida particularmente eficaz (Fernández, 2007). Pero no fue hasta 1990, momento en 
el que se aprobó el Tratado de la Unión Europea (TUE), cuando los miembros de esta 
unión decidieron dedicar un mayor número de recursos para luchar comúnmente contra 
el fenómeno terrorista (Fernández, 2007). Entre ellos, destacan convenios 
internacionales como el Convenio Relativo al Procedimiento Simplificado de 
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Extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea (10 de marzo, 1995)  y el 
Convenio Relativo a la Extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea 
(27 de septiembre de 1996); resaltados por su gran labor a la hora de facilitar los 
procedimientos de extradición entre los países miembros de la Unión Europea, que 
como se ha mencionado con anterioridad, se consideraba una medida particularmente 
eficaz para asegurar el castigo de los autores de delitos terroristas (Fernández, 2007).  
Sin embargo, fueron los atentados del 11 de septiembre de 2001 (popularmente 
denominado el 11S) los que acentuaron la cooperación internacional para combatir este 
fenómeno, marcando un antes y un después en la historia del terrorismo internacional 
(Benítez, 2003; Calduch Cervera, 2001; Cordon, 2009; Fernández, 2007 & Franch, 
2006). Estos atentados se caracterizan por la sencillez en su ejecución y la complejidad 
de su planificación; el número de víctimas mortales fue impactantemente numeroso; se 
televisaron en directo a nivel mundial por primera vez en la historia, generando un 
terror descomunal en la sociedad. Es por estos motivos, que se produjeron cambios en 
las políticas antiterroristas a nivel mundial, no solamente en Estados Unidos, sino 
también en Europa, fomentando la necesidad de adoptar un enfoque multidisciplinar e 
internacional tanto para prevenir como para proporcionar una adecuada respuesta a 
futuros atentados terroristas (Benítez, 2003; Calduch Cervera, 2001; Cordon, 2009; 
Fernández, 2007 & Franch, 2006). Estos atentados generaron la reforma del panorama 
político-legislativo a nivel global, dando lugar a la actualmente denominada Guerra 
Global Contra el Terrorismo (González & Sánchez, 2015). 
Entonces, siguiendo las directrices internacionales dictadas por la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU), la UE aprobó una gran cantidad de medidas y detalló una 
estrategia global para luchar contra este fenómeno terrorista (Fernández, 2007 & 
Franch, 2006).  
Una de las medidas iniciales dictadas fue el Reglamento (CE) n° 2580/2001 del Consejo 
de 27 de diciembre de 2001 sobre medidas restrictivas específicas dirigidas a 
determinadas personas y entidades con el fin de luchar contra el terrorismo, apenas tres 
meses después de los atentados del 11S, el Consejo Europeo decidió implantar ciertas 
medidas excepcionales con carácter ampliamente restrictivo con el objetivo de combatir 
el fenómeno terrorista, convirtiéndolo en un objetivo prioritario de la Unión Europea. 
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Pues, se había transformado en un verdadero reto para el mundo y para Europa, tal y 
como recoge en su propia exposición de motivos.   
Seguido del acto normativo más importante en esta materia,  la famosa Decisión Marco 
del Consejo 2002/475/JAI (13 de Junio de 2002) sobre la lucha contra el terrorismo, 
que constituyó la primera medida trascendente para aplicar la Resolución del Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas 1373 (28 de septiembre de 2001) sobre medidas para 
combatir el terrorismo creada también como reacción a los atentados del 11 de 
Septiembre de 2001. Esta alentaba a los Estados miembros a aproximar sus 
legislaciones y al establecimiento de unas normas comunes en relación a los delitos de 
terrorismo, comenzando por la creación de una definición común del delito de 
“terrorismo”, incluida en apartados anteriores (Álvarez Conde & González, 2006; 
Pastrana, 2016). Simultáneamente, surgió la Decisión Marco del Consejo 2002/584/JAI 
(13 de Junio de 2002) relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos 
de entrega entre Estados Miembros, la cual supone el nacimiento de la Orden Europea 
de Detención y Entrega (OEDE). Ambas Decisiones Marco son especialmente 
destacables porque erigieron las bases de la política antiterrorista de la UE (Pastrana, 
2016).   
Posteriormente, cabe destacar otros instrumentos como: la Directiva 2004/80/CE del 
Consejo (29 de abril de 2004), sobre la indemnización a las víctimas de delitos, cuya 
principal finalidad es reparar los daños causados por el fenómeno terrorista, es 
elaborada en respuesta a la solicitud del Consejo Europeo en su declaración sobre la 
lucha contra el terrorismo del mismo año, tal y como aparece reflejado en su propio 
texto; o la Decisión del Consejo 2005/671/JAI, relativa al intercambio de información y 
a la cooperación sobre delitos de terrorismo (20 de septiembre de 2005), vía Europol y 
Eurojust. También relativa al intercambio de información, sobresale la Decisión Marco 
del Consejo 2006/960/JAI (18 de diciembre de 2006), sobre la simplificación del 
intercambio de información e inteligencia entre los servicios de seguridad de los 
Estados miembros de la UE. Esta medida, también fue tomada principalmente como 
consecuencia de los atentados del 11S y conllevó grandes cambios para la cooperación 
internacional: estimulando un aumento en el intercambio tanto de información como de 
inteligencia para la prevención y persecución del fenómeno terrorista (Pastrana, 2016).   
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Aunque previamente (concretamente el 27 de mayo de 2005) se había firmado un 
tratado conocido como el Tratado de Prüm entre determinados miembros de la UE, no 
fue hasta el dictamen de la Decisión del Consejo 2008/615/JAI (23 de junio de 2008), 
sobre la profundización de la cooperación transfronteriza, en particular en materia de 
lucha contra el terrorismo y la delincuencia transfronteriza cuando dicho tratado se 
extendió a la completitud de la UE (Pastrana, 2016).   
Las últimas medidas mencionadas, se emprendieron tras los atentados del 11 de marzo 
de 2004 (comúnmente denominado el 11M) y el 7 de julio de 2005 sufridos en España y 
Londres, respectivamente. A pesar de no tener evidencia de su directa relación con los 
mismos, los atentados podrían ser el motivo que aceleró el emprendimiento de varias 
medidas como las arriba mencionadas. Además, éste 11M fue el detonante que llevó a 
la aprobación de la Declaración sobre la Lucha contra el Terrorismo (Bruselas, 25 de 
marzo de 2004), que consideraba la creación de una Cláusula de Solidaridad entre los 
Estados miembros en caso de ataque terrorista, reflejada ulteriormente en el Tratado de 
Lisboa  (concretamente en el art. 222 del Título VII) (Blanco, 2010). Tras los atentados 
mencionados, el Consejo adoptó la Estrategia de la Unión Europea de Lucha contra el 
Terrorismo (30 de noviembre de 2005) que establece los siguientes objetivos 
fundamentales: prevenir, proteger, perseguir y responder, respetando los derechos 
humanos; que sufrirá ciertas modificaciones posteriores debido a la aparición de nuevos 
retos en materia de terrorismo (Consejo de la Unión Europea, 2005).  
Por otro lado, cabe mencionar la Directiva 2014/42/UE del Parlamento Europeo y el 
Consejo (3 de abril de 2014), sobre el embargo y el decomiso de los instrumentos y del 
producto del delito en la Unión Europea, porque se utiliza para las infracciones 
recogidas en la previamente citada  Decisión Marco 2002/475/JAI del Consejo sobre la 
lucha contra el terrorismo (Pastrana, 2016). Respecto a la financiación del terrorismo, 
destaca la Directiva 2015/849/UE del Parlamento Europeo y del Consejo (20 de mayo 
de 2015), relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. Pues, para luchar contra un 
fenómeno de tal magnitud como el terrorismo, es necesario acudir a su raíz y erradicar 
cualquier fuente que le permita progresar. El atentado terrorista más cercano en el 
tiempo a la implantación de esta Directiva es el ataque contra la sede de Charlie Hebdo, 
en París (Francia) con el cual podría tener cierta correlación causal que no se puede 
demostrar empíricamente. Aunque no fuera creado específicamente para combatir los 
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delitos de terrorismo, es preciso subrayar el  Reglamento (UE) 2015/847 del Parlamento 
Europeo y del Consejo (20 de mayo de 2015), relativo a la información que acompaña 
a las transferencias de fondos, centrado asimismo en erradicar la financiación del 
terrorismo.  
A continuación, se recogen aquellas medidas adoptadas recientemente en la materia, 
como la Directiva (UE) 2016/681del Parlamento Europeo y del Consejo (27 de abril de 
2016) relativa a la utilización de datos del registro de nombres de los pasajeros (PNR) 
para la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de los delitos de 
terrorismo y de la delincuencia grave, puesto que como recoge en su propia exposición 
de motivos, un intercambio de los datos PNR entre los estados miembros a través de 
Europol, puede ser  de gran utilidad  para reforzar la seguridad interior, obtener pruebas 
y, en ocasiones,  desenmascarar a los cómplices de los autores de delitos terroristas; 
permitiendo así la desarticulación completa de redes terroristas. Esta desarticulación 
constituiría un gran paso para avanzar en la lucha contra el fenómeno terrorista en su 
totalidad.  
La famosa Decisión Marco 2002/475/JAI) fue reformada por la Decisión Marco 
2008/919/JAI del Consejo (28 de noviembre de 2008), para proporcionar una respuesta 
adecuada al cambiante fenómeno del terrorismo yihadista; y ha sido sustituida 
recientemente  por la Directiva (UE) 2017/541, del Parlamento Europeo y del Consejo 
(15 de marzo de 2017)  relativa a la lucha contra el terrorismo, la cual también 
modifica ciertas partes de la previamente mencionada Decisión 2005/671/JAI. El 
propósito de esta Directiva (UE 2017/541) es ajustar la legislación Europea para 
combatir el amenazante fenómeno actual del terrorismo internacional de corte yihadista, 
unificando la definición de determinados delitos de terrorismo en el ámbito de la Unión 
Europea. Cuyas principales medidas impuestas fueron: la creación de tipos delictivos 
relativos a aquellos sujetos que eran reclutados y adiestrados para cometer delitos de 
terrorismo; la tipificación de aquellos delitos terroristas planificados vía web; la 
tipificación de un abundante número de actos preparatorios (tales como provocación 
pública, la captación o financiación de actos terroristas o el adoctrinamiento); y una 




Como se puede detectar, esta Directiva amplia nuevamente el número de conductas a 
tipificar como delitos terroristas junto con la cantidad de mecanismos de posible 
aplicación, bajo la finalidad de incrementar su prevención (Arnau & Hernández, 2019). 
Es especialmente digna de mención por ser considerada el detonante tanto para la 
innovación de medidas de carácter ampliamente punitivo como para reafirmar aquellas 
que habían sido previamente introducidas por algunos estados miembros (como España) 
(Royo, 2020). Confirmando así “el carácter de vis expansiva de esta legislación”, que 
incluye la adopción de medidas de excepcionalidad penal en materia de terrorismo 
(Royo, 2020, p.50), lo que supone un considerable adelantamiento de la barrera penal 
(Rimo, Arnau & Hernández, 2018). Motivos por los cuales será objeto de numerosas 
críticas, que se expondrán con posterioridad. Parece ser que la gran cantidad de 
atentados terroristas de índole yihadista sufridos en Europa en los años previos al 
dictamen de la Directiva (los atentados de París en noviembre de 2015; los de Bruselas 
en marzo de 2016; los de Niza en julio de 2016 o el de Berlín en diciembre del mismo 
año) tienen cierta correlación con la promulgación de la misma y las excepcionales 
medidas que ésta dispone (Díaz, 2017 & Vaz, 2017).  
Tras el dictamen de la expuesta Directiva y la excepcionalidad de las medidas que ésta 
ha implantado, se aprueba la celebración del Convenio del Consejo de Europa para la 
prevención del terrorismo y su respectivo Protocolo Adicional, en nombre de la Unión 
Europea por las Decisiones del Consejo (UE) 2018/889 y 2018/ 890 (4 de junio de 
2018), respectivamente. Con la finalidad de fijar aquellos asuntos que serán 
competencia de la Unión Europea en los casos que se vean afectadas ciertas normas 
comunes o se encuentre alterado su alcance, conservando los estados miembros su 
competencia en el resto de ocasiones.  
El terrorismo es un fenómeno en plena efervescencia, que no cesa de ocasionar 
atentados no solo a nivel europeo sino también a nivel mundial. Como bien se ha 
manifestado a lo largo de este apartado, se puede apreciar como la implementación de 
reformas que establecen nuevas medidas en materia de terrorismo surgen como 
respuesta a la ocurrencia de  uno o varios ataques terroristas en concreto (Blanco, 2010; 
Díaz, 2017).   
Toda la normativa antiterrorista dispuesta es fundada por el Parlamento Europeo y el 
Consejo  tal y como se ordena en el actual artículo 83 del Tratado de Funcionamiento 
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de la Unión Europea (TFUE), el cual presume, al igual que las medidas mencionadas, 
de respetar plenamente los derechos humanos y las libertades fundamentales de los 
ciudadanos conforme a lo establecido en la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea, lo que convierte a la estrategia de seguridad adoptada por la UE en un 
claro ejemplo a seguir (Fernández, 2007 & Franch, 2006). Sin embargo, son varios los 
autores que encuentran ciertas discrepancias y critican el incumplimiento de dichos 
derechos durante la aplicación de algunas medidas. 
3.2 Crítica de la normativa implantada por su posible incursión en el Derecho 
penal del enemigo 
En la actualidad existe una preocupación creciente respecto al “binomio terrorismo-
derechos humanos” en el ámbito europeo (Martín Martínez, 2009, p.400). 
Teóricamente, se considera seguridad y libertad como propósitos completamente 
compaginables ya que la Unión Europea presume de ofrecer herramientas para poder 
luchar contra el fenómeno terrorista sin vulnerar los derechos humanos (Martín 
Martínez, 2009). Pero en la práctica, tal y como manifiestan las numerosas críticas 
expuestas a continuación, parece ser que la legislación europea en materia terrorista 
infringe los principios básicos del Derecho Internacional e incurre en la vulneración de 
derechos fundamentales de los ciudadanos (Martín Martínez, 2009).  
A continuación, se presentan las críticas más destacables sobre la normativa europea 
que ha sido implantada en materia de terrorismo, en relación a su posible incursión en 
del Derecho penal del enemigo.  
Entre ellos, Miró Llinares (2005) en su obra Democracias en crisis y Derecho penal del 
enemigo: política criminal frente al terrorismo en los estados democráticos antes y 
después del 11 de septiembre de 2001, expone que tras los atentados del 11S, las 
políticas antiterroristas implantadas por la Unión Europea concuerdan cada vez más con 
el modelo de Derecho penal del enemigo. En esta obra hace referencia a la 
incorporación de nuevos delitos en materia de terrorismo y critica la anticipación de la 
tutela penal a nivel europeo, la minimización de las garantías procesales y restricciones 
de derechos fundamentales  (como la intimidad, la privacidad personal, la propiedad, la 
libertad de expresión o de reunión) y el papel de los nuevos enemigos (haciendo 
referencia a los extranjeros pertenecientes a religiones diferentes, concretamente la 
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islámica), los cuales pasaron a ser el “objetivo político criminal de las leyes de 
intervención penal frente al terrorismo” (Llinares, 2005, pp. 185-228). 
Punto de vista compartido por expertos como Enrique Álvarez Conde y Hortensia 
González (2006), que en su artículo Legislación antiterrorista comparada después  de 
los atentados del 11 de septiembre y su incidencia en el ejercicio de los derechos 
fundamentales expresan cómo las medidas tomadas durante los últimos años han 
limitado en gran medida el ejercicio de ciertos derechos fundamentales como la libertad 
y seguridad personales, la intimidad, la tutela judicial efectiva o el secreto de las 
comunicaciones telefónicas y vía internet. Además, recriminan el gran poder de los 
servicios de inteligencia y la policía porque consideran que  “han afectado de manera 
singular al estatus jurídico de los extranjeros residentes en sus territorios, quienes, en 
ocasiones, han visto cercenados sus derechos más fundamentales de una forma 
absolutamente arbitraria” (Álvarez Conde & González, 2006, p. 9).  
Asimismo, Cordón (2009) en su artículo La Estrategia de la Unión Europea en la 
Lucha Antiterrorista: Su Compatibilidad con el Respecto a los Derechos Humanos 
Fundamentales, lleva a cabo un análisis crítico de la compatibilidad de la estrategia 
antiterrorista aplicada por la Unión Europea y el debido respeto de los derechos 
humanos en materia de garantías de los derechos procesales en la extradición y entrega 
de terroristas entre los Estados miembros y en el caso de terceros Estados y concluye 
que en la actualidad existe un gran conflicto entre la libertad y la seguridad. 
Por último, María Luisa Cuerda Arnau y Antonio Fernández Hernández (2019) en su 
obra Adoctrinamiento, adiestramiento y actos preparatorios en materia terrorista, 
plasman ciertas consideraciones críticas respecto a algunas directrices europeas 
recientes, dedicando especial atención a la Directiva 2017/541, la cual juzgan de ir en la 
línea de actuación de primar la prevención, castigando delitos de expresión y actos 
protopreparatorios. Denunciando como este “adelantamiento de la barrera punitiva 
puede llegar a vulnerar ciertos derechos fundamentales y libertades públicas” (Arnau & 
Hernández, 2019, p. 79). Críticas compartidas por otros autores como Rimo (2018), 
quien encaja esta Directiva en un modelo de “Derecho penal de la seguridad 
ciudadana”, que incurre en cierta “sobrecriminalización” de los delitos de terrorismo (p. 
254).   
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4. NORMATIVA ANTITERRORISTA ESPAÑOLA 
 
En esta sección se lleva a cabo un análisis de la normativa española en materia de 
terrorismo, dedicando especial atención al periodo de tiempo comprendido entre los 
atentados del 11S hasta la actualidad. El objetivo es discernir si con el paso del tiempo 
las reformas efectuadas en la normativa antiterrorista española han ido endureciendo la 
legislación, presentando esta cada vez más rasgos característicos del Derecho penal del 
enemigo.  
En primer lugar se expondrá la plasmación española de la normativa europea en materia 
de terrorismo, posteriormente se analizará la evolución de la regulación española en esta 
materia para corroborar si hay un paulatino endurecimiento de la misma, junto con una 
identificación de los elementos del Derecho penal del enemigo que puedan estar 
presentes en el ámbito penal de la actual legislación antiterrorista española.  
4.1 La plasmación española de la normativa europea en materia de terrorismo.  
Gran parte de la normativa antiterrorista española parte de las normativas europeas 
expuestas en la sección anterior (Sección 3), que se han ido transponiendo 
paulatinamente en todos sus estados miembros. En este apartado se señalarán aquellas 
más significativas. Primeramente, se atenderá a la transposición de la famosa Decisión 
Marco 2002/475/JAI, modificada por la Decisión Marco 2008/919/JAI, la cual se ha 
integrado en el ordenamiento español gracias a la Ley Orgánica 5/2010 de reforma del 
Código Penal y a la posterior  Ley Orgánica 2/2015, de 30 de marzo, centrada 
específicamente en delitos de terrorismo yihadista (Pastrana, 2016). Esta última alude a 
una Resolución del Consejo de Seguridad de la ONU, concretamente la número 
2178(2014) (Arnau & Hernández, 2019).  
En segundo lugar, la Decisión Marco del Consejo 2002/584/JAI  relativa a la orden 
europea de detención y entrega, que erige una de las bases de la política antiterrorista de 
la Unión Europea, fue adaptada de forma primitiva por el Derecho español a través de 
las Leyes Orgánicas 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención y 
entrega y su complementaria, la 2/2003 (Franch, 2006). Ambas se encuentran 
actualmente derogadas por la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento 
mutuo de resoluciones penales en la UE y su complementaria la LO 6/2014, de 29 de 
octubre, que permite la rápida incorporación de normativas europeas (Pastrana, 2016). 
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Leyes que a pesar de tener gran importancia a nivel europeo, no se analizarán en 
concreto por traspasar el ámbito objeto de estudio del presente trabajo.  
Por otro lado, la Decisión Marco del Consejo 2006/960/JAI (18 de diciembre de 2006), 
sobre la simplificación del intercambio de información e inteligencia entre los servicios 
de seguridad de los Estados miembros de la UE, fue integrada en la normativa española 
mediante la Ley 31/2010, de 27 de julio, sobre simplificación del intercambio de 
información e inteligencia entre los servicios de seguridad de los Estados miembros de 
la Unión Europea, que han resultado eficaces para la prevención del fenómeno 
terrorista. (Pastrana, 2016).  
En materia de victimología, la Directiva 2012/29/UE, que regula el tratamiento 
particular que se debe proporcionar a las víctimas del fenómeno terrorista, queda 
reflejada en la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad 
ciudadana  del ordenamiento jurídico español.  
Respecto al ámbito procesal, la Directiva 2014/42/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 3 de abril de 2014, sobre el embargo y el decomiso de los instrumentos y 
del producto del delito en la Unión Europea, fue incorporada a la normativa española 
por la Ley 41/2015, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la 
agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías procesales.  
Y por último, volviendo al ámbito penal cabe destacar que la mencionada Decisión 
Marco 2002/475/JAI ha sido sustituida en los últimos años por la renombrada Directiva 
(UE) 2017/541, del Parlamento Europeo y del Consejo (15 de marzo de 2017)  relativa 
a la lucha contra el terrorismo, cuyos cambios se introdujeron de forma oficial en 
España recientemente a través de la Ley Orgánica 1/2019, de 20 de febrero, por la que 
se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, para 
transponer Directivas de la Unión Europea en los ámbitos financiero y de terrorismo, y 
abordar cuestiones de índole internacional. Pero tal y como reconoce la propia Ley en 
su exposición de motivos la previamente expuesta LO 2/2015 “se adelantó notablemente 
al contenido de la directiva”, aumentando en gran medida la presencia de rasgos del 




4.2 Análisis de la evolución de la regulación penal española en materia de 
Terrorismo y de su posible incursión en el Derecho penal del enemigo 
A comienzos de la época democrática, el fenómeno terrorista se regulaba en España en 
una ley penal especial antiterrorista, fue a partir de 1995 cuando la gran mayoría de 
estos delitos se introdujeron en el Código Penal; lo que redujo las críticas hacia esta 
regulación por considerarla característica de una legislación de emergencia (Royo, 
2020). No obstante, en las dos últimas décadas la regulación penal del fenómeno 
terrorista ha sido objeto de una gran cantidad de reformas que han introducido cambios 
significativos en la materia. Acumulando de nuevo cierta cantidad de medidas 
excepcionales, lo que ha generado diversas críticas al respecto (Arenas, 2019).  
El punto de partida del análisis es la promulgación del Código Penal mediante la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, de creación del Código Penal , donde los 
delitos de terrorismo se encontraban regulados dentro del Capítulo V, Sección 2ª bajo la 
rúbrica De los delitos de terrorismo, que abarcaba desde el artículo 571 hasta el 580.  
Ya en esta regulación se pueden apreciar penalizaciones excepcionales de ciertos 
comportamientos en materia de terrorismo como la simple colaboración con las 
finalidades de una organización terrorista regulada en el art. 576, la cual conlleva graves 
penas (concretamente la pena de prisión de 5 a 10 años) por mera participación, sin la 
necesidad de incurrir en un acto delictivo concreto. Según Meliá (2002) en este sentido, 
“hay una extensión interpretativa de la infracción que es claramente Derecho penal del 
enemigo” (p. 25). 
La primera reforma del Código fue introducida por la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de 
diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal, y de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
Responsabilidad Penal de los Menores, en relación con los delitos de terrorismo. Los 
cambios introducidos por ésta son escasos: en primer lugar, la modificación del artículo 
577, que se ocupa del denominado terrorismo urbano; en segundo lugar, se incluye un 
inédito tipo penal en el art. 578 en relación a la exaltación del terrorismo; y como 
consecuencia de este cambio en el artículo 578, se refunden los previos artículos 578 y 
579 en el nuevo artículo 579 (que regula  la provocación, conspiración y proposición de 
los delitos terroristas), el cual también introduce breves modificaciones en relación a la 
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consideración de la pena de inhabilitación absoluta (antes pena accesoria para los 
delitos de terrorismo, a partir de este momento, como pena principal).  
Respecto a esta reforma, se critica la finalidad que parece perseguir el legislador de 
sancionar meras actitudes subjetivas o evitar ciertos problemas de prueba atendiendo a 
la relación de los autores con la organización, considerando esto asimismo Derecho 
penal del enemigo (Meliá, 2002, p. 26). Al igual que la controvertida apología al delito, 
previamente la mera expresión de ideas simpatizantes con el delito cometido o con su 
autor no podían ser constitutivas de delito (tal y como se regulaba en el art. 18.1 párrafo 
2 del CP), pero en esta reforma, a través de la introducción de un  nuevo tipo penal en el 
art. 578, el legislador penaliza tanto el “enaltecimiento o justificación” como 
determinados actos de humillación hacia las víctimas del fenómeno terrorista. (Meliá, 
2002, p. 26). Es decir, en el caso de enaltecimiento, penaliza conductas que 
anteriormente eran impunes por ser “atípicas” y en relación a la humillación no hay 
semejante innovación legislativa dada su estrecha relación con el delito de injurias ya 
tipificado (Benavent, 2018, p. 305). 
En lo que respecta a lo regulado en este artículo 578, Cancio Meliá lo considera una 
mera proclamación “simbólica” de completo tabú en relación a la expresión de 
determinadas opiniones que de nada sirve para erradicarlas y fomenta las críticas en 
relación a la presencia del Derecho penal del enemigo (Meliá, 2002, p. 26). En general, 
se estimó una “reforma muy autoritaria” (Mateu, 2018, p. 353) que incrementó el 
carácter punitivo del Código Penal (Benavent, 2018, p. 305).  
En la cuestión que nos ocupa, merece especial mención los cambios introducidos por la 
promulgación de la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para 
el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, la cual alega ser una adaptación de lo 
dispuesto en la famosa Decisión Marco 2002/584/JAI (Arnau & Hernández, 2019). A 
diferencia del resto de reformas del Código Penal recogidas en el apartado, ésta no fue 
operada en relación directa con el fenómeno del terrorismo, pero introdujo cambios 
significativos que afectarán a la regulación del mismo.  Esta reforma trajo consigo un 
cumplimiento mucho más dilatado y estricto del que se venía realizando mediante la 
aplicación de las reglas generales del Código Penal. Modificó sus artículos 76 (que 
regula el límite máximo de cumplimiento efectivo de la condena) y 78 (que regula el 
acceso a los beneficios penitenciarios), aumentando el límite máximo de cumplimiento 
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(10 años más de los 30 previstos) e imponiendo el requisito de la extinción de la pena de 
prisión en el mínimo de 25 años para el caso de delitos de terrorismo, limitando también 
las concesiones tanto del tercer grado como de la libertad condicional acordados por el 
juez de vigilancia penitenciaria. La obtención del tercer grado, requerirá en estos casos, 
además de los requisitos habituales, “que muestren signos inequívocos de haber 
abandonado los fines y los medios terroristas y además hayan colaborado activamente 
con las autoridades” (Ley Orgánica 7/2003, art. 90.1.c).  
Son varias las críticas que surgen al respecto, considerando la introducción de estos 
cambios una vulneración del principio de proporcionalidad, alegando que en la práctica 
semejante privación de libertad supone una cadena perpetua para el sujeto incriminado 
y la pena pierde, por lo tanto, su principal finalidad: la resocialización (Capdevila, 
2015). Se ha considerado esta reforma como exposición de la clara tendencia punitiva 
que reinaba en el momento, en pro del fortalecimiento del Derecho penal del enemigo 
frente al fenómeno terrorista en particular y el crimen organizado en general (Absaoui, 
2017). Además, según algunos sociólogos como Elisabet Almeda, esta Ley es “carente 
de legitimidad que además no sirve para nada en términos preventivos, salvo que 
confundamos prevención con  inocuización o con retribución”, haciendo referencia a la 
respuesta simbólica que, fomentada por la venganza, el Derecho penal parece 
proporcionar ante el fenómeno terrorista con la finalidad de incrementar el sentimiento 
de seguridad ciudadana (citado en Absaoui, 2017, p. 413).  
Demuestra no ser una medida efectiva para prevenir la comisión de este tipo de 
criminalidad, y por lo tanto tampoco cumple su función de garantizar una mayor 
seguridad, pese a su elevado coste (Maqueda Abreu citado en Absaoui, 2017).  
Estas reformas han sido criticadas por una significante parte de la doctrina penal, 
porque consideran que en ellas se prima la seguridad sobre el respeto de las garantías de 
los ciudadanos (Demetrio-Crespo, 2007), constituyendo una respuesta completamente 
punitiva ante los delitos terroristas (Arnau & Hernández, 2019). Estas críticas se basan 
en la notable orientación punitiva del legislador  y las  respuestas simbólicas 
proporcionadas únicamente hacia los autores de los delitos de terrorismo y aquellos de 
crimen organizado en general, fenómenos que siembran  la base del Derecho penal del 
enemigo (Gil, 2014 & Meliá, 2006).   
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La tercera  reforma del Código Penal fue introducida por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 
de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal. Supone numerosos cambios, entre ellos: la creación del Capítulo VII, 
donde se ubican la totalidad de delitos de terrorismo recogidos en el Código Penal; la 
introducción de una nueva Sección 1ª dentro del Capítulo destinada a Las 
organizaciones y grupos terroristas que comprende el artículo 571; se modifica la 
redacción de este artículo 571 proporcionando una definición de organización o grupo 
terrorista y estableciendo diferentes penas según el grado de participación en la misma; 
y se crea una segunda Sección, titulada De los delitos de terrorismo que comprenderá 
del artículo 572 al 580. Estos artículos por individual también sufrieron varias 
modificaciones: se introduce un nuevo apartado en el artículo 572 (apartado 1) relativo 
a los delitos de estragos o incendios de los arts. 346 y 351; en los artículos 573, 575, 
577 y 580 se suprime el inciso de “bandas armadas” (Disposición adicional primera Ley 
5/2010, párr.3); también se modifica la redacción del art. 574 (que regula la pertenencia 
o colaboración a organizaciones o grupos terroristas) como consecuencia de la 
modificación del art. 571 y la introducción de la definición de organización o grupo 
terrorista; al igual que el artículo 576, el cual introduce un tercer apartado referido a la 
imposición de la misma sanción penal en el caso de colaboración con grupos terroristas 
y actividades de captación, adoctrinamiento, adiestramiento o formación terrorista.  
Además se introduce el artículo 576 bis relativo a la recolección de fondos para 
actividades terroristas, agravando la pena en caso de que éstos llegasen a ser 
“empleados para la ejecución de actos terroristas concretos”, momento en el cual “el 
hecho se castigará como coautoría o complicidad” (Ley Orgánica 5/2010, artículo único 
centésimo quincuagésimo tercero). Por último se modifica el artículo 579 (que regula la 
provocación; conspiración  y proposición de delitos de terrorismo) especificando los 
casos del previo artículo 578 (que regula el enaltecimiento o la justificación de delitos 
de terrorismo), castigando específicamente la difusión pública de mensajes terroristas 
con una pena de seis meses a dos años de prisión.  
Esta “LO 5/2010, supuso un profundo cambio en el tratamiento punitivo de los delitos 
de terrorismo” tal y como afirman Mº Luisa Cuerda Arnau y Antonio Fernández 
Hernández (2019) en su obra Adoctrinamiento, adiestramiento y actos preparatorios en 
materia terrorista (p. 81).  
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En este caso, las críticas giran de nuevo alrededor del legislador y la forma en que se 
aprovechó de las simples directrices internacionales proporcionadas en relación a la 
materia terrorista (por la Decisión Marco 2008/919/JAI) para ir más allá, bajo un clima 
completamente punitivo (Arnau & Hernández, 2019). También se ha criticado el 
mantenimiento tras esta reforma de ciertas figuras específicas de terrorismo, puesto que 
lo consideran “improcedente” al no poseer algunos elementos básicos de la acción 
terrorista (considerando el enaltecimiento del terrorismo y la difusión de mensajes o 
consignas como algunos de ellos, entre muchos otros) (Grupo de Estudios de Política 
criminal, 2013, p.11). Además se critica la definición de organización terrorista y del 
tipo penal de pertenencia o colaboración con organización terrorista por no respetar los 
principios de seguridad jurídica y proporcionalidad (Grupo de Estudios de Política 
criminal, 2013, p.11), considerando esto, una anticipación de la intervención penal (Gil, 
2014).  
A estas alturas, ya eran muchos los expertos que, al igual que Manuel Cancio Meliá, 
denunciaban la presencia de elementos del Derecho penal del enemigo en la normativa 
antiterrorista, particularmente en la penal (Aguerri, 2019 & Gil, 2014).  
Avanzando un poco más en el tiempo, otra medida que debe ser destacada y merece 
hacer mención sería el famoso Acuerdo para afianzar la unidad en defensa de las 
libertades y en la lucha contra el terrorismo (2015) que firmaron las dos principales 
fuerzas políticas españolas (Partido Popular y Partido Socialista Obrero Español) tras 
los atentados de Charlie Hebdo (producidos en enero de 2015). En éste se refieren al 
terrorismo como “el peor enemigo de la democracia y de las libertades” (Acuerdo, 
2015, párr.1), creando una mayor cohesión social entre los españoles mediante el uso de 
la otredad. Por lo tanto, acuerdan una nueva modificación del Código Penal  para 
“mejorar y actualizar la respuesta legal frente a las nuevas terribles formas de actuación 
de quienes ponen en peligro nuestras vidas y nuestras libertades” (Acuerdo, 2015, 
párr.11), lo que conllevó una Proposición de Ley para llevar a cabo la prometida 
reforma. Esta engloba una notable ampliación de la noción de terrorismo, extendiéndola 
tanto que llega a desfigurar el indeterminado concepto de terrorismo (Meliá, 2015).  
Este acuerdo fue rechazado por el resto de partidos políticos y fue objeto de duras 
críticas por considerarlo extremadamente punitivo e “innecesario”, partiendo de la 
eficacia de los instrumentos legales incluidos en la reforma operada por la LO 5/2010 
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(García, 2017, p. 28). Se considera que las medidas propuestas en el mismo suponen un 
irrazonable adelantamiento de la punibilidad, llegando a “límites vergonzantes” y 
castigan conductas ya previstas sin introducir nuevos tipos penales, sino que lo único 
que hacen es castigar aquellos actos preparatorios muy alejados de la comisión del 
delito (Capdevila, 2015, p.33).  
Como consecuencia de este acuerdo, se promulgó la Ley Orgánica 2/2015, de 30 de 
marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995 del Código Penal, en materia 
de delitos de terrorismo, constituyendo la más significativa reforma del Código Penal 
español en esta materia, puesto que compone la mayoría de la legislación antiterrorista 
actual.  
Esta Ley Orgánica  supone una amplia modificación de la Sección 2ª del Capítulo VII, 
comenzando por proporcionar en su art. 573 una nueva definición del delito de 
terrorismo, basada en la Decisión Marco del Consejo de la UE 2002/475/JAI, sobre la 
lucha contra el terrorismo; introduce el art. 573 bis  que regula la pena correspondiente 
a cada delito de terrorismo y especifica que en caso de causar la muerte de una persona, 
se aplicará la pena de prisión durante el máximo tiempo previsto en el CP. También 
modifica el contenido del art. 574 que a partir de este momento, regula las “conductas 
relacionadas con el depósito, fabricación, tráfico o suministro de armas y explosivos”, 
con especial atención a aquellas “nucleares, radiológicas, químicas o biológicas” 
(Preámbulo Ley Orgánica 2/2015, párr.13). Por otro lado, el art. 575 ahora contiene las 
penas relativas al adoctrinamiento y adiestramiento militar, incluyendo su tipo pasivo a 
través de internet y se sustituye el art. 576 bis por el art. 576, que regula la financiación 
del terrorismo, incluyendo las formas imprudentes de comisión del delito. El artículo 
577, aprecia de forma particular la captación y el reclutamiento, imponiendo una pena 
mayor en el caso de “menores, personas que requieren de una protección especial y 
mujeres víctimas de trata” (Preámbulo Ley Orgánica 2/2015, párr.16). Otra novedad es 
la recogida en los artículos 578  (relativo al enaltecimiento o la justificación públicos de 
delitos de terrorismo) y 579  (relativo a la provocación, conspiración y proposición), 
donde se castiga especialmente si los actos se han llevado a cabo mediante “medios de 
comunicación, internet o comunicaciones electrónicas”, entre otros (Preámbulo Ley 
Orgánica 2/2015, párr.17). Además, el nuevo artículo 579 bis introduce, bajo unos 
requisitos, las “penas de inhabilitación absoluta y la innovadora pena de inhabilitación 
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especial para la profesión y oficio educativos” (Preámbulo Ley Orgánica 2/2015, 
párr.18).  
La finalidad de esta reforma es combatir el nuevo fenómeno del terrorismo yihadista, el 
cual se caracteriza en su propia exposición de motivos por poseer nuevas formas de 
agresión, manifestadas en inéditos instrumentos de captación, adiestramiento o 
adoctrinamiento para emplearlos con crueldad contra todos aquellos que bajo sus ideas 
(catalogadas de extremistas y violentas) sean calificados como enemigos (Ladrón de 
Guevara Pascual, 2018).  
A través de esta Ley Orgánica  2/2015 se  incorporan al catálogo de conductas punibles 
tanto el autoadoctrinamiento terrorista (en el art. 575.3.2) como el 
heteroadoctrinamiento (art. 557.1), tipos que desde la perspectiva de los principios 
penales y los derechos fundamentales recogidos en nuestra Constitución (artículo 20), 
plantean ciertos problemas en relación al principio general de libertad, de 
proporcionalidad y de prohibición del exceso (Rimo, 2018).  
Mediante el estudio de la evolución en las reformas aplicadas al Código Penal, se 
percibe una notable generalización de la sanción penal del discurso en materia terrorista, 
constituyendo los delitos mencionados previamente el mayor paradigma actual (Royo, 
2020). De nuevo, el legislador español fue más allá de las exigencias europeas al prever 
estas conductas, manifestando claros rasgos del denominado Derecho penal del enemigo 
(Royo, 2020). 
Esta reforma también ha sido considerada por expertos como Galán-Muñoz como “un 
mero ejercicio de populismo punitivo que, continuando en la línea de las reformas 
anteriores, tan solo busca dar a la ciudadanía una falsa sensación de seguridad” 
(Aguerri, 2019, p. 20). Utiliza el eufemismo “prisión por el tiempo máximo previsto en 
este Código” para introducir la prisión permanente revisable, pena inmensamente 
criticada por los expertos (Basoco, 2016, p. 49). Claro ejemplo del retroceso que se está 
llevando a cabo en el modelo constitucional reinante que “proclama la orientación 
reinsertadora y resocializadora de la pena privativa de libertad”. (Basoco, 2016, p. 49).  
Como ya se ha mencionado previamente respecto a las medidas propuestas por el 
Acuerdo para la Lucha contra el Terrorismo, los cambios implantados por esta reforma 
suponen un irrazonable adelantamiento de la punibilidad, llegando a “límites 
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vergonzantes”, castigando aquellos actos preparatorios muy alejados de la comisión del 
delito (por ejemplo: la consulta de páginas web o incluso viajar a un país extranjero), 
siendo muy complicado determinar la finalidad de estas acciones (Capdevila, 2015,  p. 
33). Permitiendo así “la incriminación masiva de delitos comunes o de actos inocuos 
como delitos de terrorismo” (Capdevila, 2015,  p. 33). Este adelantamiento de la barrera 
punitiva a “estadios protopreparatorios” supone una de las figuras más controvertidas de 
la reforma del Código Penal llevada a cabo en el año 2015 (Rimo, 2018, p.13).  
Se considera esta reforma un claro “reflejo anticipado” y extendido de la Directiva (UE) 
2017/541, la cual también fue ampliamente criticada por contemplar una gran cantidad 
de delitos preparatorios, ilícitos de mera posesión y pertenencia (Rimo, 2018, p.13). 
Constituyendo el “detonante” para la expansión o justificación de ciertas 
manifestaciones de Derecho penal del enemigo en la normativa antiterrorista de 
aquellos miembros de la Unión Europea, tal y como se menciona en secciones 
anteriores (Sección  3) (Royo, 2020, p.5). Ambas suponen una relevante anticipación de 
la barrera punitiva, característica particular de un modelo de justicia preventiva que va 
en la línea de construir un “tertium genus” entre el Derecho de guerra y el Derecho 
penal, rebosante de componentes propios del Derecho policial, que se centra 
principalmente en la presunta peligrosidad de algunos perfiles de individuos concretos 
(Rimo, 2018, p.14).  
Son algunos los expertos que incluso llegan a considerar la LO 2/2015 una clara 
manifestación del “ordenamiento punitivo” actual  (Benavent, 2018, p.303). Criticando 
que la citada reforma ha perfeccionado en mayor medida la eficacia que poseían los 
delitos de enaltecimiento y humillación como “instrumento de control penal de la 
discrepancia política e ideológica o del pensamiento simplemente diferente o 
heterodoxo” (Benavent, 2018, p.303).  
Para terminar, la última modificación del Código Penal fue introducida recientemente 
por la Ley Orgánica 1/2019, de 20 de febrero, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, para transponer Directivas de la 
Unión Europea en los ámbitos financiero y de terrorismo, y abordar cuestiones de 
índole internacional que transpone la Directiva 2017/541/UE, relativa a la lucha contra 
el terrorismo al ordenamiento jurídico español. Ésta LO modifica el artículo 572, 
elevando las penas máximas impuestas a los dirigentes de organizaciones o grupos 
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terroristas; asimismo modifica el artículo 579 bis, imponiendo una inhabilitación 
absoluta; y por último introduce en el artículo 573 el delito de falsedad documental 
dentro de la tipología de delitos terroristas. Además, se regula de forma más abierta el 
viaje con fines terroristas, sin ser necesario que el destino esté bajo manos terroristas. 
Finalmente, en lo que respecta a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, ésta 
se expande a todos los delitos de terrorismo, en los términos establecidos en su nuevo 
artículo 580 bis.  
Aunque en este caso no se considera que haya habido “excesos” por parte de nuestro 
legislador,  puesto que parece cumplir fielmente las directrices europeas plasmadas en la 
citada Directiva (Arnau & Hernández, 2019, p.83). No obstante, genera algunas críticas 
al respecto de su necesidad, debido a la cobertura que anticipadamente se había dado a 
estas directrices europeas mediante la reforma de 2015, y por lo tanto suscita dudas 
acerca de si el dictamen de una nueva reforma estaría incurriendo en una violación del 
principio de proporcionalidad (Royo, 2020). Algunos expertos plantearon incluso la 
posible incursión de esta reforma en el seno del denominado Derecho penal del enemigo  
(Royo, 2020), por traspasar nuevamente esa barrera penal castigando conductas no 
consideradas constitutivas de delitos terroristas como la falsedad documental (Arnau & 
Hernández, 2019).  
Con carácter general el ámbito de aplicación de los delitos de terrorismo en el Código 
Penal español es más amplio que el dispuesto en la normativa europea en materia de 
terrorismo (Arnau & Hernández, 2019, p.83). Como se ha podido divisar en este 
apartado, a lo largo de las reformas del Código Penal español, se puede detectar cierto  
incremento en la presencia de rasgos característicos del Derecho penal del enemigo en 
los términos enunciados por Jakobs: como un extenso adelantamiento de la punibilidad 
previa a la comisión delictiva y al perjuicio de un bien jurídico concreto, una ampliación 
desproporcional de las penas, dirigidas a hechos futuros; y la disminución o incluso 
abolición, en determinados casos, de derechos fundamentales y garantías penales del 
investigado, el cual es considerado enemigo (García, 2006 & Gil, 2014). Avanzando 
paulatinamente hacia “el campo de las presunciones de peligrosidad” (Batarrita, 2006, 
pp.239-276). 
Además, se encuentran características propias del Derecho penal simbólico, el 
punitivismo y el Derecho penal de autor (puesto que los actos se están juzgando con 
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anterioridad a la lesión de un bien jurídico concreto), que según algunos expertos  son la 
base del Derecho penal del enemigo (Gil, 2014 & Meliá, 2006). Las últimas 
modificaciones en la normativa penal española en materia de terrorismo parecen ser un 
Derecho basado en la “actitud  interna” del autor, debido a la fina línea existente entre 
“preparación y tentativa, entre participación y autoría, incluso entre fines políticos y 
colaboración con una organización terrorista” (Meliá, 2006, pp.33- 35).  Partiendo la 
normativa de la identificación de aquellos “enemigos” en lugar del juicio de los 
“hechos”.  (Meliá, 2006, pp.33- 35).  
A continuación, se pretende abordar un análisis más detallado del Código Penal español 
vigente en materia de terrorismo para tratar de identificar la posible presencia de 
elementos del Derecho penal del enemigo, tal y como numerosos expertos han 
denunciado.  
4.3 Análisis del Código Penal español vigente en materia de terrorismo e 
identificación de los elementos del Derecho penal del Enemigo                                         
 
Este análisis ya se ha realizado, en cierta medida, de forma genérica en el subapartado 
anterior, puesto que las normas vigentes en el Código Penal español en materia de 
terrorismo son fruto de las reformas que este Código ha ido sufriendo a lo largo de los 
años, pero se dedica un subapartado específico para su análisis en detalle con la 
finalidad de poder identificar (artículo por artículo) los elementos del Derecho penal del 
enemigo que puedan estar presentes. 
El primer artículo al que se hará referencia es el artículo 36.2, en relación al ámbito 
penitenciario, que obliga al Juez a imponer el denominado periodo de seguridad, 
impidiendo así el alcance del tercer grado penitenciario hasta una vez superada la mitad 
de la condena impuesta, en aquellos casos de terrorismo con penas superiores a 5 años. 
Al imponerse esta obligación, se incurre en una vulneración del principio de 
individualización científica, puesto que no se repara en el pronóstico individualizado del 
reo, sino que se atiende a la tipología del delito cometido (Capdevila, 2015).  
El siguiente artículo objeto de examen es el artículo 78 que regula los beneficios 
penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y la libertad 
condicional.  En su apartado primero se dispone la posibilidad de acordar su aplicación 
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en referencia a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias en determinados 
supuestos. Para los cuales, como norma general: 
El juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de 
reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y 
la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el 
Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación 
del régimen general de cumplimiento (CP, art. 78.2).  
Mientras que en su tercer apartado regula una serie de requisitos adicionales para poder 
aplicar la anterior posibilidad, en el caso de delitos de terrorismo o aquellos cometidos 
en el seno de organizaciones criminales. Imponiendo el cumplimiento de una inmensa 
mayoría de la condena para su concesión.   
Lo mismo ocurre en relación al artículo 78 bis, que por norma general establece una 
serie de requisitos para que aquellos sujetos que han sido condenados por dos o más 
delitos, castigado uno de ellos por la ley con la pena  prisión permanente revisable, 
puedan alcanzar el tercer grado o la suspensión de la ejecución del resto de la pena. 
Pero, en supuestos de delitos terroristas, impone unos requisitos excepcionales, 
aumentando en gran medida el número de años  exigidos (que ya es elevado de por sí) 
para poder acceder a los beneficios penitenciarios.  
En ambos casos se puede apreciar como los autores de los delitos de terrorismo pueden 
obtener escasos beneficios penitenciarios y están sujetos a un mayor número de 
requisitos cuando las penas impuestas para estos autores son de una gran magnitud. 
Considerando estos dos factores, se puede intuir cierta finalidad preventiva, para evitar 
la futura comisión de delitos por parte de estos autores. Entonces, parece ser que para 
concederles los beneficios penitenciarios que les corresponden por ley parten de la 
peligrosidad inherente al perfil del terrorista en general y no de la presentada por el 
sujeto en particular. Estas presunciones de peligrosidad, configuran un Derecho penal 
de autor (Royo, 2020), que compone una de las bases principales del Derecho penal del 
enemigo (Gil, 2014 & Meliá, 2006).  
En la misma línea se encuentra el artículo 89, el cual recoge los supuestos de expulsión 
del país, incluyendo el caso de los autores de delitos de terrorismo u en el seno de una 
organización criminal en su subapartado b).  
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En lo referente al artículo 90, dispone la necesidad de cumplir con un requisito adicional 
en los delitos de terrorismo para poder alcanzar la libertad condicional (haber 
abandonado los fines y medios de actividad terrorista y su necesaria colaboración con 
las autoridades en los términos expuestos con anterioridad). De nuevo, al imponerse 
esta obligación, se incurre en una vulneración del principio de individualización 
científica, puesto que no se repara en el pronóstico individualizado del reo, sino que se 
atiende al delito cometido (Capdevila, 2015).  
Por otro lado se analiza lo dispuesto en el artículo 92, el cual regula los requisitos para 
acordar la suspensión de la ejecución de la pena de prisión permanente revisable, se 
realiza una pequeña valoración individualizada del sujeto encasillado en el perfil 
terrorista. En los delitos de terrorismo se exige, además de los requisitos establecidos en 
su apartado primero, que “el penado muestre signos inequívocos de haber abandonado 
los fines y los medios de la actividad terrorista y haya colaborado activamente con las 
autoridades” (CP, art. 92.2). Se exige un mayor número de requisitos por tratarse de 
autores de delitos de terrorismo, incurriendo así en la aplicación de un Derecho penal de 
autor, rasgo característico del Derecho penal del enemigo.  
Pero la excepcionalidad se extiende hasta el supuesto de revocación de la libertad 
condicional (CP, art. 93.2) si se ha dado un incumplimiento de las condiciones 
impuestas para su concesión. En este caso, los sujetos condenados por delitos 
terroristas, deberán cumplir el tiempo restante de la condena sin contar el tiempo pasado 
en libertad condicional, a diferencia del resto. Vulnerando flagrantemente el principio 
de irretroactividad, regulado en el artículo 2 del propio Código Penal y en el artículo 9.3 
de la Constitución Española (Capdevila, 2015). Apreciándose aquí la presencia de 
rasgos propios del Derecho penal de autor, puesto que no se centran en los hechos 
cometidos sino en quién los lleva a cabo, para aumentar desproporcionadamente las 
sanciones impuestas, características propias del Derecho penal del enemigo (Gil, 2014 
& Meliá, 2006). 
Al igual que en los artículos 131 y 133, que hacen referencia a la prescripción de los 
delitos y de las penas, puesto que por el hecho de tratarse de un delito de terrorismo  (en 
el caso de que éste hubiere causado la muerte de una persona) se impone la 
imposibilidad de su prescripción, sin permitir que  se ajuste a la regla general.  
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A pesar de la esporádica regulación de ciertas excepcionalidades relativas a los delitos 
de terrorismo a lo largo del Código Penal, éstos se encuentran regulados actualmente en 
su Capítulo VII, Título XXII del Libro II bajo la rúbrica “De las organizaciones y 
grupos terroristas y de los delitos de terrorismo”. El cual está compuesto por dos 
secciones: la primera dedicada a las organizaciones y grupos terroristas que comprende 
los artículos 571 y 572; y la segunda dedicada a los delitos de terrorismo que 
comprende desde el artículo 573 hasta el 580 bis.  
El artículo 571  aborda el concepto de organización o grupo terrorista, mientras que en 
el artículo 572 se establecen las penas impuestas a las mismas:  
Quienes promovieran, constituyeran, organizaran o dirigieran una organización o 
grupo terrorista serán castigados con las penas de prisión de ocho a quince años e 
inhabilitación absoluta durante el tiempo de la condena. (CP, art.572.1). 
Quienes participaran activamente en la organización o grupo, o formaran parte de 
ellos, serán castigados con las penas de prisión de seis a doce años e inhabilitación 
absoluta durante el tiempo de la condena. (CP, art. 572.2).  
Se trata de un delito común, de mera actividad y de peligro, que no admite formas 
imperfectas de ejecución y requiere la existencia del dolo específico de la comisión de 
delitos de terrorismo. La pena se establece en función del nivel de pertenencia a la 
organización o grupo terrorista, diferenciando entre: pertenencia cualificada regulada en 
el apartado primero y mera pertenencia regulada en el apartado segundo. Ambas formas 
de participación presentan una agravación general de las penas por el hecho de tratarse 
de supuestos terroristas, en lugar de delitos comunes de organizaciones y grupos 
regulados en el artículo 570 del mismo código. Duplicando las penas de prisión 
impuestas en los delitos comunes e imponiendo una inhabilitación absoluta en lugar de 
especial. Esta ampliación desproporcional de las penas es una de las características más 
destacadas del Derecho penal del enemigo (García, 2006 & Gil, 2014; Royo, 2020).  
En relación al artículo 573, recoge la definición de delito de terrorismo en su apartado 
primero, incluyendo una enumeración de aquellas finalidades que constituirán el delito 
como terrorista. Entre los delitos de terrorismo se introduce ex novo, el de falsedad 
documental con la última reforma citada, ampliando el campo de aplicación de los 
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delitos terroristas al desvincularse del elemento estructural u organizativo que lo 
caracterizaba tradicionalmente (Royo, 2020, p. 41).   
Las penas impuestas a estos tipos delictivos se regulan en el artículo 573 bis, que en su 
primer apartado introduce la “pena de prisión por el tiempo máximo previsto en este 
Código si se causara la muerte de una persona” , incorporando así la prisión permanente 
revisable (CP, art.573 bis.1.1). De esta forma, los autores de aquellos  delitos de 
terrorismo con resultado de muerte pueden ser castigados con pena de prisión de hasta 
40 años (Basoco, 2016). Su introducción fue objeto de una gran crítica y rechazo de la 
comunidad jurista, puesto que hay una gran cantidad de estudios que demuestran cómo 
un transcurso superior a 10 años en prisión dificulta mucho la reinserción del sujeto en 
la sociedad, siendo esto una exigencia constitucional en nuestro Estado de Derecho 
(regulada en el artículo 25 de la CE) (Vaz, 2017). Son algunos los expertos que juzgan 
la intención del legislador en este caso, por tener la finalidad de inocuizar, segregar y 
marginar al sujeto que consideran peligroso para la sociedad (Vaz, 2017). Esta 
incouización o incapacitación del delincuente como finalidad principal de la pena 
partiendo de la presunción de culpabilidad que se les atribuye por el temor a una futura 
comisión de delitos de este tipo, impartiendo así cierto Derecho penal de autor. Ambas  
son características conformantes del concepto de Derecho penal del enemigo jakobsiano 
(Sánchez, 2006). Al igual que la agravación general de las penas en los supuestos 
recogidos a lo largo de todo el apartado primero de este artículo (Royo, 2020). Las 
penas previstas variarán en función del delito cometido, estableciendo una serie de 
agravaciones, en función de la seriedad de los mismos y del propio sujeto pasivo, pero 
siendo todas ellas mucho más elevadas que las previstas para esos tipos delictivos sin 
finalidad terrorista.   
Respecto al artículo 574 supone un tipo agravado de los delitos de tenencia, tráfico y 
depósito de armas, que engloba, cada una de las posibles modalidades de posesión y 
detención reguladas en este Código Penal. Se trata de un delito de mera actividad y de 
peligro abstracto. Se regula en su segundo apartado un subtipo agravado justificado en 
la mayor lesividad del objeto material y en el tercero, atendiendo a la conducta y al 
objeto material. Imponiendo en estos casos penas bastante elevadas, equivalentes e 
incluso superiores (en el caso de la pena máxima prevista en el apartado 2 y 3) a 
aquellas de un homicidio común. En la línea de todos los artículos recogidos en este 
Capítulo del Código Penal destinado a regular el fenómeno terrorista.  
51 
 
Las críticas se centran principalmente en el artículo 575, que regula el adoctrinamiento 
y adiestramiento pasivo (en su primer apartado) y el autoadoctrinamiento (en su 
segundo apartado); castigando el hecho de recibir adoctrinamiento o adiestramiento 
militar, de combate o en diversas técnicas con la finalidad de capacitarse para llevar a 
cabo delitos de terrorismo
12
. Se trata por lo tanto de un delito de mera actividad y de 
peligro abstracto, que exige que el dolo específico perseguido sea capacitarse, acción a 
la que se impone una pena de prisión de dos a cinco años. Partiendo de la acción 
castigada, encontramos un claro ejemplo de anticipación del Derecho penal, el cual debe  
reaccionar a un problema o una necesidad social determinada basándose en el principio 
de intervención mínima o de ultima ratio (Royo, 2020). En este caso parece que 
estamos ante un Derecho penal basado en la peligrosidad del autor puesto que se 
castigan simplemente actos de preparación, dándose así un adelantamiento de la 
intervención penal en tipos penales donde predomina, por tanto, un concepto unitario de 
autor, rasgo característico del Derecho penal del enemigo (Royo, 2020).  
En primer lugar, se analizará en profundidad el contenido del apartado segundo (relativo 
al autoadoctrinamiento) del presente artículo puesto que ha suscitado una gran polémica 
entre los expertos de la materia. Se trata de un precepto que adelanta la intervención 
penal a estadios protopreparatorios, justificado por la especial peligrosidad del autor de 
esta tipología delictiva (Aguerri, 2019). Por lo tanto se puede apreciar un doble 
adelantamiento de las barreras de protección en relación a los delitos de colaboración y 
pertenencia (que a su vez son también delitos de mera actividad y peligro abstracto) 
                                                             
12 Tal y como dispone el propio artículo en su segundo apartado:  
Se entenderá que comete este delito quien, con tal finalidad, acceda de manera habitual a uno o 
varios servicios de comunicación accesibles al público en línea o contenidos accesibles a través de 
internet o de un servicio de comunicaciones electrónicas cuyos contenidos estén dirigidos o resulten 
idóneos para incitar a la incorporación a una organización o grupo terrorista, o a colaborar con 
cualquiera de ellos o en sus fines. Los hechos se entenderán cometidos en España cuando se acceda a 
los contenidos desde el territorio español (CP, art. 575.2). 
Asimismo se entenderá que comete este delito quien, con la misma finalidad, adquiera o tenga en su 
poder documentos que estén dirigidos o, por su contenido, resulten idóneos para incitar a la 
incorporación a una organización o grupo terrorista o a colaborar con cualquiera de ellos o en sus 




(Aguerri, 2019). Según gran parte de la doctrina, en este caso la problemática radica en 
que el acto preparatorio sancionado es el hecho de formarse ideológicamente para la 
comisión de un delito de terrorismo y su sanción implica una desmesurada limitación de 
las libertades  fundamentales del sujeto (como son la libertad ideológica y la libertad de 
expresión) (Aguerri, 2019). Denunciando que el Derecho penal debería limitar su 
intervención en el castigo de actos preparatorios a supuestos excepcionales en los que 
las acciones supongan una peligrosidad claramente objetiva, que lejos está de las 
acciones que se pretende sancionar con este precepto; pues se trata de simples actos 
llevados a cabo por personas de forma completamente individual, muy desvinculados de 
la “tentativa punible y la ejecución del delito” (Cano Paños citado en Aguerri, 2019, 
p.19). Generándose así una necesaria injerencia en el foro interno del sujeto para 
sancionarlos, único lugar donde se encuentra la relación entre la conducta realizada y su 
finalidad. Por todos los motivos expuestos, Galán Muñoz considera este artículo 
incompatible con algunos de los principios fundamentales del Derecho penal (como son 
principio de proporcionalidad y el de intervención mínima) (Galán Muñoz citado en 
Aguerri, 2019).  
También se critica la vaguedad que reina en la definición de estas conductas 
preparatorias, considerando tanto el apartado primero como el segundo de este artículo 
575 una violación de los principios del hecho y la ofensividad delictiva, tachándolo de 
nuevo de presentar un Derecho penal basado en la peligrosidad del autor (Arnau & 
Hernández, 2019). De manera que “se acaba por legitimar el castigo de una presunción 
de peligrosidad subjetiva predelictual” (Arnau & Hernández, 2019, p. 155). Tal y como 
defienden varios expertos como Fuentes Osorio y Alonso Rimo, entre otros, el artículo 
575 hace referencia a delitos preparatorios, criminalizando el estadio previo de la lesión 
y por lo tanto elevándolos a la categoría de delitos sin el requerimiento de la comisión 
de acciones posteriores, considerando esto una vulneración del mencionado principio 
del hecho (al que se hace referencia en el artículo 10 del vigente Código Penal
13
) (citado 
en Arnau & Hernández, 2019, p.156). Abogando así por la despenalización de las 
conductas reguladas en el presente artículo, no solamente por la vulneración de 
numerosos principios (los ya mencionados principios de ofensividad, proporcionalidad 
e incluso el de culpabilidad por el hecho) sino también por la clara violación de 
                                                             
13 Donde se expone lo siguiente “Son delitos las acciones y omisiones dolosas o imprudentes penadas por 
ley” (CP, art.10). No siendo posible por tanto, el castigo de pensamientos o sentimientos.  
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derechos fundamentales que esto supone (Arnau & Hernández, 2019). Específicamente 
el derecho a la libertad ideológica, religiosa y de culto en relación con el derecho a la 
libertad de pensamiento (regulados en el artículo 16 de la Constitución Española), el 
cual por sí mismo no debe ser objeto de sanción penal
14
 (Arnau & Hernández, 2019). 
Por lo tanto partiendo de estas afirmaciones y siguiendo el principio del hecho, que es 
uno de los principios fundamentales del Derecho penal, solamente es objeto de sanción 
penal la “acción u omisión dolosa o imprudente” (CP, art.10). Sin embargo, parece ser 
que en este caso (artículo 575.2) se está aplicando un Derecho penal de autor, 
castigando al sujeto por su “supuesta radicalización, desarrollada en su esfera interna” 
(Vaz, 2017, p. 694).  
Algunas de estas características también se aprecian en el apartado tercero del mismo 
artículo, el cual hace referencia a aquel que se “traslade o establezca en un territorio 
extranjero” con la misma finalidad de los dos apartados anteriores (CP, art.575.3). Éste 
se ha criticado por ampliar el ámbito de lo punible y se recomienda la introducción de 
nuevos elementos típicos en el delito para reducir la inseguridad jurídica generada por la 
referencia genérica a territorios extranjeros (Royo, 2020). Además parece que el castigo 
del delito depende íntegramente del elemento subjetivo de la finalidad cuya 
demostración es cuanto menos compleja (Royo, 2020).  
De nuevo, estamos ante un claro ejemplo del adelantamiento de la intervención penal 
con anterioridad a la comisión de un hecho delictivo, incurriendo en cierto 
intervencionismo punitivo en este tipo delictivo; además de la incursión en presunciones 
de culpabilidad, configurando un Derecho penal de autor; y la consiguiente abolición de 
derechos fundamentales y garantías penales del investigado. Constituyendo todos estos 
rasgos una manifestación, cada vez mayor, de este Derecho penal del enemigo (García, 
2006, Gil, 2014 & Royo, 2020).  
En cuanto al artículo 576, que regula la financiación del terrorismo y tipifica ciertos 
actos de colaboración de sujetos no integrantes en estas organizaciones o grupos 
terroristas como actos preparatorios, incluyendo una lista de las conductas que serán 
sancionadas. El objeto material son los bienes y valores de cualquier tipo siempre y 
cuando se tenga la finalidad de destinarlos a la comisión de delitos de terrorismo. Se 
                                                             
14 Haciendo referencia aquí a uno de los principios del Derecho penal: Cogitationes poenam nemo patitur, 
que significa “nadie sufre pena por su pensamiento”. 
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trata de un tipo de mera actividad y de peligro, pero cuando se hace referencia al subtipo 
agravado regulado en su apartado tercero se trata de un delito de resultado, siendo 
posible la comisión por imprudencia. En este artículo principalmente se critica tanto el 
notable adelantamiento de la sanción penal como la aplicación de penas 
considerablemente altas (Capdevila, 2015 & Rimo, 2018). Pero más allá de esto, que 
parece estar presente en todo el Capítulo, no se encuentran otros elementos 
característicos del Derecho penal del enemigo.  
Por otro lado, el artículo 577 regula la capacitación, adoctrinamiento y adiestramiento 
activo. Se trata de un delito de mera actividad y de peligro abstracto, presentando un 
subtipo agravado en función del sujeto pasivo que conlleva la imposición de la pena en 
su mitad superior. La pena prevista para el tipo básico de este delito será la de prisión de 
cinco a diez años, que variará en función del grado de ejecución. Además se considera 
la redacción de su apartado segundo “sumamente vaga e imprecisa” requiriendo de 
forma necesaria la configuración jurisprudencial (García, 2018, p. 288).  
Este artículo ha sido criticado por suponer un notable adelantamiento de la sanción 
penal y por la imposición de penas catalogadas como “excesivas” (Rimo, 2018, p. 241) 
sancionando a aquel que “lleve a cabo, recabe o facilite cualquier acto de colaboración 
con las actividades o las finalidades de una organización o grupo terrorista” (Capdevila, 
2015, p. 29). De esta forma, castiga de la misma manera las conductas de complicidad 
con un acto de colaboración, equiparando así las penas de los comportamientos 
materialmente preparatorios y de aquellos consumados;  lo que conlleva una apreciable 
vulneración del principio de proporcionalidad e incluso podría llegar a vulnerar, en 
algunas ocasiones, el principio de presunción de inocencia (Arnau & Hernández, 2019; 
Capdevila, 2015). Se denuncia que esta equiparación  lo que hace es castigar la 
peligrosidad del autor y no los hechos cometidos por el mismo, lo que refleja la 
aplicación de un Derecho penal de autor, que como ya se ha mencionado con 
anterioridad compone una de las bases del Derecho penal del enemigo (Rimo, 2018).  
En esta línea cabría destacar el artículo 578, el cual regula la exaltación y el 
enaltecimiento del terrorismo. Este artículo contiene dos conductas claramente 
diferenciadas: por un lado el enaltecimiento o justificación del terrorismo, 
constituyendo éste un tipo específico de la apología contemplada en el artículo 18 del 
CP; y los actos de descredito, menosprecio o humillación a las víctimas por el otro. Se 
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trata de un delito de actividad y de peligro abstracto que se ha definido como delito de 
opinión, al cual se le impone una pena de prisión de uno a tres años y el pago de la 
multa correspondiente.  
Surgen una infinitud de críticas respecto al enaltecimiento o justificación del terrorismo, 
por  poseer un carácter más amplio que la apología, constituyendo un delito autónomo, 
que se distancia  notablemente del anterior como acto preparatorio recogida en Código 
Penal (art. 18) (Arenas, 2019). De esta forma, se adelanta la barrera de protección, 
constituyendo una anticipación de la anticipación de esta barrera, entrando así en 
conflicto con los derechos constitucionales de libertad ideológica y de expresión, pero 
son muchos los expertos que no consideran esta restricción de derechos fundamentales  
justificada (Aguerri, 2019; Arenas, 2019; Capdevila, 2015 & Rimo, 2018;  Mateu, 
2018). Hay juristas como Cancio Meliá que consideran este tipo penal “restituye  la 
apología en sentido estricto, pero no como acto preparatorio, sino como delito 
autónomo que castiga actos que ni siquiera ponen realmente en peligro ningún bien 
jurídico” (Aguerri, 2019, p. 11). Lo que sucede es que se castiga la mera posibilidad de 
que el mensaje sea peligroso de forma objetiva para el bien jurídico, sin ser necesaria la 
finalidad por parte del autor de crear un resultado delictivo en los receptores 
(eliminando así el dolo directo) (Arenas, 2019; García, 2018).  
En este sentido, son algunos los expertos que consideran que estas conductas descritas 
en el presente artículo no deberían ser constitutivas de delitos por varias razones: en 
primer lugar, por tratarse de tipos que no requieren un mínimo de lesión ni de peligro a 
los bienes jurídicos; en segundo lugar, infringen el contenido esencial del derecho a la 
libertad de expresión, el cual es un derecho fundamental regulado en el artículo 20 la 
Constitución Española; y en tercer lugar se critica su ubicación en el Capítulo destinado 
a delitos de terrorismo, afirmando que en caso de ser consideradas delito, no deberían 
ser calificadas como tal (Benavent, 2018). Abogando así por la derogación del 
contenido íntegro del vigente artículo 578 del Código Penal, cuya justificación reside en 
lo expuesto anteriormente y en el hecho de que no conllevaría ninguna laguna de 
punibilidad, ni tampoco afectaría a la prevención de los delitos de terrorismo, puesto 
que hay otros preceptos del Código Penal en el que encajarían las formas más graves de 
estas conductas (como son el artículo 18 y el 208 y siguientes, referentes a injurias) 
(Benavent, 2018).  
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En efecto, éste uno de los ejemplos más claros de la presencia de elementos del Derecho 
penal del enemigo en la normativa penal vigente, puesto que se divisa un extenso 
adelantamiento de la punibilidad un tanto excesivo, previa a la comisión delictiva y al 
perjuicio de un bien jurídico concreto; una ampliación desproporcional de las penas, 
dirigidas a los hechos futuros, con los que ni siquiera tienen relación en muchas 
ocasiones; y la disminución e incluso abolición de derechos fundamentales recogidos en 
la Constitución española (como el de libertad ideológica y de expresión) (García, 2006 
& Gil, 2014). Además de la presencia de un concepto unitario de autor, considerando a 
este el enemigo de la sociedad (Gil, 2014 & Meliá, 2006).  
En lo que respecta al artículo 579, el cual regula la incitación al terrorismo, merece 
especial mención su sanción penal de los actos de provocación, conspiración y 
proposición para la comisión de los delitos regulados en el Capítulo VI del Código 
Penal. Ésta se puede llevar a cabo a través de tres modalidades: la difusión o incitación 
públicas y la solicitud a un tercero. Este tipo penal genera numerosas críticas al respecto 
por ser considerado la “preparación de la preparación de la preparación”, constituyendo 
esto una anticipación de la barrera de punibilidad a niveles completamente 
desmesurados, claramente ilegítimos (Rimo, 2018, p.232). De hecho, desde los 
presupuestos impuestos por el Estado de Derecho, la justificación de una pena, requiere 
que la conducta ofenda mínimamente al bien jurídico amenazado y sobre todo, cuando 
se trata de delincuencia más seria (Rimo, 2018).  
Al igual que el artículo anterior, incurre en la violación del mencionado Derecho 
fundamental de la libertad de expresión (García, 2018) y se considera una extensión del 
ámbito tradicional de la apología, que deriva de la gran relevancia penal que se ha 
proporcionado a las provocaciones indirectas a delinquir (Arnau & Hernández, 2019). 
Expertos como Galán Muñoz consideran que este artículo está traspasando las fronteras 
de lo que la parte general del Código Penal considera actos preparatorios susceptibles de 
sanción penal (citado en Aguerri, 2019). Estaríamos entonces, ante un delito de peligro 
abstracto, en el que la mera conducta descrita ya se entiende como peligrosa, sin 
realizarse una evaluación de la misma, sino que el riesgo va ligado de forma intrínseca a 
la naturaleza de los contenidos (Aguerri, 2019).  
Por las características previamente expuestas (adelantamiento de la intervención penal a 
niveles un tanto exagerado, a través del castigo de actos preparatorios, donde predomina 
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un concepto unitario de autor;  un castigo desproporcional a la acción realizada, dirigido 
a la comisión futura de hechos delictivos, con los que no se exige relación alguna; y la 
disminución del derecho fundamental de la libertad de expresión) se puede apreciar 
nuevamente la presencia del Derecho penal del enemigo en este artículo.  
Por otra parte, el artículo 579 bis regula las penas complementarias que se impondrán a 
los autores de los delitos de este Capítulo, dependiendo de “la gravedad del delito, el 
número de los cometidos y las circunstancias que concurran en el delincuente” se 
impondrán penas de inhabilitación absoluta o inhabilitación especial para profesiones u 
oficios educativos en un rango de seis a veinte años superiores a la pena privativa de 
libertad impuesta (CP, art.579 bis.1). En su segundo apartado se regulan aquellos casos 
agravados, y en el tercero y cuarto, los atenuados. En este caso simplemente se critican 
los efectos devastadores que semejantes penas de inhabilitación absoluta y especial 
previstas en el presente artículo pueden tener en el sujeto (Benavent, 2018) sin 
encontrar mayor rasgo que indique la presencia de un Derecho penal del enemigo en el 
mismo.   
Sin embargo, el artículo 580, que regula la reincidencia internacional en casos de delitos 
terroristas. La agravante de reincidencia se encuentra regulada en el artículo 22.8 del 
Código Penal y dispone lo siguiente “las condenas firmes de jueces o tribunales 
impuestas en otros Estados de la Unión Europea producirán los efectos de reincidencia 
salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o pudiera serlo con arregla a 
Derecho español”(CP, art.22.8). Salvedad que no se encuentra en el presente artículo y 
por tanto se puede percibir de nuevo una desfavorable excepcionalidad en el trato de 
autores de delitos de terrorismo, quizás basándose en su mayor peligrosidad lo que 
confirmaría la presencia de elementos de un Derecho penal de autor.  
Finalmente, el artículo 580 bis regula la responsabilidad  penal de las personas jurídicas, 
donde se puede “identificar un sistema de imputación por transferencia o contaminación 
de la responsabilidad de la persona física a la jurídica en materia terrorista” (Royo, 
2020, p.43). Conllevando de nuevo una ampliación del ámbito de la punibilidad que 
había sido requerida por la Directiva (EU) 2017/541, respondiendo así a las exigencias 
internacionales de proporcionar una mayor eficacia en la persecución de delitos 
terroristas cometidos por personas jurídicas (Royo, 2020).  
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4.4  Conclusiones de la sección 
 
Tras un análisis exhaustivo de la legislación penal española en materia de terrorismo, se 
alcanzan las siguientes conclusiones. 
En primer lugar, se ha detectado una proliferación de reformas en todos los ámbitos 
(penal, procesal e incluso en materia victimológica) que responden a la introducción de 
las principales directrices europeas en la materia. Algunas incluso, se han adelantado a 
los mandatos europeos, como es el caso de la Ley Orgánica 2/2015. Con carácter 
general el ámbito de aplicación de los delitos de terrorismo en el Código Penal español 
es más amplio que el dispuesto en la normativa europea.  
En segundo lugar, tras el análisis de la evolución de la regulación penal española en 
materia de terrorismo se ha advertido una paulatina presencia de elementos 
característicos del Derecho penal del enemigo en la legislación. A continuación, se 
procede a la exposición de los elementos detectados considerados más destacables: un 
incremento de las conductas tipificadas como delitos de terrorismo; un extenso 
adelantamiento de la punibilidad, castigando actos preparatorios muy alejados de la 
comisión delictiva (apreciándose aquí la aplicación de un Derecho penal de autor), lo 
que incurre en una vulneración del principio de intervención mínima (siendo 
especialmente relevantes la reforma del Código Penal operada por la Ley Orgánica 
5/2010 y sobre todo la Ley Orgánica 2/2015, que configuró la mayoría de la legislación 
antiterrorista actual); una ampliación desproporcional de las penas dirigidas a hechos 
futuros, vulnerando así el principio de proporcionalidad de las penas; y una disminución 
o incluso abolición en determinadas ocasiones, de derechos fundamentales del 
investigado, bajo su consideración de enemigo peligroso (como los derechos a la 
libertad de pensamiento y expresión).  
En estas reformas se pone la seguridad por encima de la libertad y el debido respeto a 
las garantías de los ciudadanos, constituyendo así una respuesta completamente punitiva 
ante los delitos de terrorismo, derivando el Derecho penal español hacia una vertiente 
excesivamente preventiva e intervencionista.  
Por consiguiente, se puede afirmar que la legislación penal vigente en materia de 
terrorismo constituye un modelo de Derecho penal del enemigo. Uno de los ejemplos 
más claros es el artículo 575 (que regula el adoctrinamiento, el adiestramiento pasivo y 
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el autoadoctrinamiento), centrándose las críticas en este último aspecto por considerarlo 
una clara manifestación del Derecho penal del enemigo, debido a semejante 
adelantamiento de la intervención penal, castigando la peligrosidad del autor en lugar de 
su culpabilidad, lo que plantea problemas en relación a los principios generales de 
libertad, de proporcionalidad y de intervención mínima. En esta misma línea, cabe 
destacar el artículo 578 (que regula el enaltecimiento o justificación del terrorismo y la 
humillación a las víctimas), denunciando aquí especialmente la violación de derechos 
fundamentales como la libertad ideológica y de expresión.  
En definitiva, la legislación antiterrorista española se caracteriza por una intervención 
punitiva del derecho penal basado en la peligrosidad del autor, materia propia de una 
situación excepcional que no existe en la actualidad.  
5. POSIBLES FACTORES INFLUYENTES EN LAS 
REFORMAS LEGISLATIVAS EXPUESTAS 
Hasta este punto, el trabajo se ha centrado en analizar la normativa antiterrorista 
existente en materia de terrorismo, con la finalidad de discernir si con el paso del 
tiempo las reformas implantadas en la misma han ido endureciendo la legislación, 
presentando esta cada vez más rasgos característicos del Derecho penal del enemigo. 
Fenómeno, que tal y como se ha identificado en el Marco Teórico, parece estar 
influenciado por la información que los medios de comunicación proporcionan en 
relación al terrorismo yihadista, teniendo un efecto significativo en la conformación de 
la opinión pública (Ferreres, 2009 & Inzunza-Acedo, 2017); la cual a su vez ejerce 
cierta influencia en la configuración de la agenda política, conllevando en ocasiones una 
reforma legislativa en la materia (Pozuelo, 2013).  
Partiendo de esto, se procede al segundo objetivo del presente trabajo: tratar de analizar 
los factores que han podido influir en el dictamen de las reformas legislativas que 
suponen tal endurecimiento. Para ello, se procede al análisis de una posible correlación 
entre ciertos sucesos sufridos en un periodo de tiempo relativamente cercano a la 
reforma. Como se ha mostrado en apartados anteriores, una gran cantidad de las 
reformas legislativas llevadas a cabo a ámbito nacional están marcadas por cambios en 
la normativa europea en materia de terrorismo, cuyas causas trataron de establecerse en 
la sección 3 del presente trabajo.  
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Pero en este apartado se pretende averiguar el motivo por el cual se introdujeron en 
España en un momento determinado, si tienen relación con algunos hechos concretos 
(atentados yihadistas), y mostrar la influencia de la opinión pública marcada por los 
medios de comunicación en estas endurecidas reformas. Para ello, en primer lugar se 
lleva a cabo una revisión de las exposiciones de motivos de las propias leyes, seguido 
de un análisis periodístico, cuya metodología se expone a continuación.  
5.1 Metodología  
El presente análisis periodístico pretende examinar la influencia que tiene la ocurrencia 
de un atentado y su proyección en los medios de comunicación en el dictamen de 
reformas legislativas endurecidas; y su relación con la supuesta presencia del Derecho 
penal del enemigo en la legislación española vigente en materia de terrorismo.  
La metodología utilizada consiste en analizar el discurso  de las portadas de dos diarios 
online de tirada nacional (ABC y El País). Este análisis del discurso permite interpretar 
la información proporcionada por los medios de comunicación basado en técnicas de 
medida cualitativas (Sayago, 2014), centrado en analizar la cobertura mediática de los 
atentados yihadistas más cercanos en el tiempo al dictamen de las principales reformas 
(expuestas en apartados anteriores), para ver su influencia en las mismas.  
El periodo de análisis elegido comprende desde el año 2000 hasta la actualidad. Las 
razones de su delimitación son los atentados del 11S, que dieron lugar a una guerra 
global contra el fenómeno terrorista. Por este motivo, se quiere estudiar la cobertura de 
los atentados terroristas previa y posterior a la ocurrencia de este hecho.  
Debido a la gran extensión del periodo de tiempo seleccionado, se precisó el 
establecimiento de un intervalo de tiempo concreto para la revisión de las portadas de 
las fuentes periodísticas mencionadas. El plazo fijado para el análisis fue dos semanas 
posteriores a la ocurrencia de atentados terroristas destacables en la historia y dos 
semanas previas al dictamen de la reforma más próxima, para intentar establecer 
correlaciones entre ellos. Pero una vez se inició el análisis, el rango de búsqueda se 
amplió a una semana posterior al dictamen de la reforma, con la finalidad de examinar 
si también había cobertura mediática de las reformas dictadas.  
Este análisis se llevó a cabo consultando la hemeroteca online de los periódicos ABC  y 
El País en el periodo de tiempo comprendido entre el 4 y el 26 de marzo de 2020, 
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recopilando un total de 61 portadas (39 de El País y 22 de ABC), incluidas en los 
anexos 2 y 3.  
Las unidades de análisis las conforman las portadas de ambos medios por considerar 
que reflejan los hechos más relevantes y por ser la parte que realmente capta la atención 
del lector. Así, se atiende al titular principal, las imágenes que le acompañan y el resto 
de noticias destacadas que presenta.  
En relación a los diarios seleccionados, ABC y El País, se escogieron por ser de los 
principales periódicos a nivel nacional y por pertenecer a dos ideologías completamente 
diferentes (más conservadora en el caso de ABC y más progresista en el caso de El País) 
(Barredo Ibáñez & Oller Alonso, 2012). Para contemplar si el tratamiento 
proporcionado al fenómeno del terrorismo es similar a pesar de sus diferencias 
ideológicas.   
Esta metodología presenta las siguientes limitaciones: en primer lugar, la fuente que se 
pretendía utilizar (https://www.lasportadas.es/), la cual permite la comparación 
simultánea de las portadas de diversas fuentes periodísticas por días de publicación, no 
poseía información tan antigua y por lo tanto se tuvieron que buscar otras fuentes 
alternativas para encontrar la información requerida para la realización del trabajo. Por 
otro lado, al escoger un periodo de tiempo tan extenso para analizar las reformas (desde 
el año 2000 hasta la actualidad), hay fuentes que no contienen la información 
periodística concreta que se busca en el trabajo (en la hemeroteca online del periódico 
ABC no se encontraron muchas portadas, pero sí noticias sobre los hechos objeto de 
estudio que permitieron continuar con el análisis).  
Cabe mencionar que en ocasiones contadas no se ha seguido estrictamente la 
metodología impuesta, debido a la ausencia de noticias relacionadas se ha ampliado el 
rango de búsqueda, superando esas dos semanas límite establecidas.  
5.2 Análisis de posibles factores influyentes 
 
Tal y como se ha expuesto con anterioridad, el análisis se va a llevar a cabo en orden 
cronológico dentro del periodo establecido, que comprende desde el año 2000 hasta la 
actualidad. Durante el periodo de tiempo objeto de análisis, España ha sido víctima de 
atentados perpetrados por dos fenómenos terroristas completamente diferentes: el de 
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corte yihadista (que es el principal objeto de estudio de la sección) y la banda terrorista 
ETA
15
, que estuvo presente en el país desde los años 60. Por lo tanto, en algunas de las 
primeras reformas se verá la influencia de este tipo de terrorismo.  
La primera reforma objeto de análisis, es la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre, 
de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y 
de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de 
los Menores, en relación con los delitos de terrorismo. Tal y como resume en su 
exposición de motivos, la Ley tiene como objetivo dar una respuesta efectiva a las 
necesidades de los ciudadanos en materia de terrorismo puesto que en los años 
anteriores, este fenómeno había atentado considerablemente contra los derechos y 
libertades de los ciudadanos, atemorizando a la población.  
Respecto a los hechos que han podido tener correlación con la reforma, cabe citar los 
siguientes: el famoso atentado del Puente de Vallecas (11 de diciembre de 1995) a cargo 
de la banda terrorista ETA reflejado en las portadas de los periódicos de la época como 
una “matanza” (El País, 12 de diciembre de 1995)
16
, que durante los días posteriores 
generó una gran movilización social para denunciarlo como bien se muestra en los 
titulares “Rechazo generalizado al diálogo con ETA tras la matanza de Madrid” o 
“Docenas de miles de personas protestan en Vallecas contra los asesinatos de ETA” (El 
País, 13 de diciembre de 1995 & El País, 14 de diciembre de 1995)
17
; el hecho de que 
ETA cometa una serie de atentados en un corto periodo de tiempo, reflejado en el 
siguiente titular “ETA asesina a un militar en León en su tercer atentado en 11 días” (El 
País, 23 de diciembre de 1995)
18
 que azotan indiscriminadamente a la sociedad en su 
totalidad, tal y como afirmaba ABC (1995) “Documentos de ETA revelan que la banda 
mafiosa proyecta atentados indiscriminados” 
19
(ABC,  20 de diciembre de 1995) junto 
con la tensión social que esto implica; y por último el supuesto anuncio de un alto el 
                                                             
15 Fundada en 1958 por un grupo de jóvenes nacionalistas que la definieron como un “movimiento 
revolucionario vasco de liberación nacional”, en cuanto a su identidad ideológica se considera una “fusión 
entre la doctrina nacionalista de Sabino Arana, basada en el integrismo católico, en la afirmación de la 
raza vasca, en el antiespañolismo y el antiliberalismo, y las ideologías revolucionarias que simbolizan 
líderes como Mao o Guevara” (Farré, 2010, p.15).  
16 Ver Anexo 2 apartado 1 
17 Ver Anexo 2 apartado 2 & Ver Anexo 2 apartado 3  
18 Ver Anexo 2 apartado 4 
19 Ver Anexo 3 apartado 1  
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fuego por la organización terrorista en septiembre de 1998 encabezando portadas bajo el 
titular “ETA anuncia una tregua indefinida” (El País, 17 de septiembre de 1998)
20
, que 
genera un revuelo político entre los partidos gobernantes
21
 (ABC, 24 de septiembre de 
1998) para finalmente volver a la carga por todo lo alto poco más de un año después: 
“La Guardia Civil impide a ETA colocar en Madrid una bomba de 950 kg” (El País, 22 
de diciembre de 1999)
22
  
A lo largo del mismo mes en el que se dictó la reforma, los titulares informaban de la 
firma de un pacto antiterrorista contra ETA
23
 (El País, 9 de diciembre del 2000 & El 
País, 18de diciembre del 2000). Los hechos redactados llevan a un clima de miedo que 
genera reacción social, lo que a su vez suscita una necesidad de cambio legislativo para 
hacer frente al fenómeno terrorista encarnado por ETA en la época y parecen ser 
motivos que correlacionan con el dictamen de la primera reforma del Código Penal de 
1995, que trajo pequeños cambios relativos al “terrorismo urbano”, la exaltación del 
terrorismo y la pena de inhabilitación absoluta, tal y como se ha mencionado 
anteriormente (Ley Orgánica 7/2000). Ya en esta regulación se pueden apreciar 
penalizaciones excepcionales de ciertos comportamientos en materia de terrorismo que 
van en la línea de un supuesto Derecho penal del enemigo, como bien se ha analizado 
en la sección anterior. 
 
Tres años más tarde, se dictó la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de 
reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas. A pesar de que en los 
últimos años, los atentados de ETA no habían sido tan numerosos ni sangrientos como 
en años anteriores, la sociedad seguía mostrando cierta preocupación al respecto del 
fenómeno terrorista y demandaba una mayor protección tal y como se expresa en las 
exposición de motivos de la propia leyes.  
Este sentimiento incrementó de forma significativa desde los atentados sufridos el 11 de 
Septiembre de 2001 en Estados Unidos. Al día siguiente, la famosa imagen de los 
aviones colisionando con las Torres Gemelas de Nueva York invadieron las portadas de 
toda la prensa escrita en el país acompañados de titulares como: “EEUU busca a sus 
                                                             
20 Ver Anexo 2 apartado 5 
21 Ver Anexo 3 apartado 2 
22 Ver Anexo 2 apartado 6  
23 Ver Anexo 2 apartado 7 & Ver Anexo 2 apartado 8 
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muertos y declara la guerra a los asesinos”
24
 (El País, 12 de septiembre de 2001) o 
“Guerra terrorista total contra Estados Unidos”
25
 (ABC,  12 de septiembre de 2001), 
entre los más destacados. Titulares que identifican claramente la existencia de un 
enemigo público (el terrorismo) y animan a combatirlo, característica básica del 
concepto del Derecho penal del enemigo.  
Además, son notables las noticias relativas a hacer justicia a los atentados, bajo la 
famosa Operación Justicia Infinita, operación militar que se puso en marcha tras estos 
atentados; como por ejemplo el siguiente titular “EEUU despliega cien aviones de 
combate en el golfo pérsico”, acompañada de una imagen en la que aparecen varios 
seguidores del Islam quemando una bandera estadounidense en Pakistán (El País, 20 de 
septiembre de 2001)
26
. Destacando también otras publicaciones como “Terror sin 
cuartel en el nombre de Alá Todopoderoso”, junto a varias imágenes de lo que parecen 
ser terroristas disparando armas (ABC, 12 de septiembre de 2001)
27
. Generalizando y 
convirtiendo así a todos aquellos seguidores del Islam en responsables de la tragedia, 
configurando un perfil del enemigo.  
La primera y más devastadora manifestación de este “nuevo” tipo de terrorismo en 
España se dio el 11 de marzo de 2004, impregnando la prensa con noticias como las 
siguientes: “Infierno terrorista en Madrid: 192 muertos y 1.400 heridos, Interior 
investiga la pista de Al Qaeda sin descartar a ETA”
28
 (El País, 12 de marzo de 2004) o 
“Asesinadas 200 personas en una matanza terrorista en Madrid” 
29
(ABC,  12 de marzo 
de 2004). Cabe destacar la terminología utilizada en los titulares, como “infierno 
terrorista” o “matanza terrorista”, puesto que generan un clima de terror en la sociedad 
en relación al fenómeno del terrorismo. Conllevando la siguiente reacción social: 
“Millones de ciudadanos contra el Terrorismo, España se echa a la calle”
30
(El País, 13 
de marzo de 2004); “España contra el terror”
31
 (ABC, 13 de marzo de 2004); “Interior 
                                                             
24 Ver Anexo 2 apartado 9 
25 Ver Anexo 3 apartado 3 
26 Ver Anexo 2 apartado 10 
27 Ver Anexo 3 apartado 4 
28 Ver Anexo 2 apartado 11 
29 Ver Anexo 3 apartado 5 
30 Ver Anexo 2 apartado 12 
31 Ver Anexo 3 apartado 6 
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activa un plan de máxima alerta antiterrorista”
32
 (El País, 18 de marzo de 2004) o 
imágenes de personas de origen marroquí con carteles de tipo “No al terrorismo, el 
islam no mata”
33
 (El País, 22 de marzo de 2004). Estos titulares iban acompañados de 
fotografías que representaban las masivas manifestaciones celebradas los días 
posteriores a los atentados sufridos ese 11M, mostrando una cohesión de la sociedad 
contra el “enemigo” que demanda una mayor seguridad. 
Los días siguientes, destacan titulares como “Tres marroquíes y dos indios, detenidos en 
Madrid en relación con el 11-M” (El País, 14 de marzo de 2004)
34
 o “Cuatro 
marroquíes robaron en una mina de Asturias el explosivo del 11M” (El País, 20 de 
marzo de 2004)
35
. Analizamos como el uso de la nacionalidad en los medios 
periodísticos al hablar de sujetos detenidos en relación al atentado puede suscitar 
rechazo hacia ese colectivo por el simple hecho de pertenecer al mismo, 
considerándolos indirectamente culpables de los hechos.  
La normativa implantada inmediatamente después de estos atentados es la siguiente: en 
primer lugar el Decreto 51/2004, de 1 de abril, del Consejo de Gobierno, por el que se 
actualiza la cuantía de las ayudas a las víctimas de terrorismo, establecido por y para la 
Comunidad de Madrid, para ayudar aquellas víctimas del 11M; en segundo lugar, 
España dirigió un procedimiento de revisión de la Orden Europea de Detención y 
Entrega con la finalidad de simplificar la labor de extradición entre aquellos estados 
miembros de la Unión Europea; y por último, el Plan de Prevención y Protección 
Antiterrorista, aprobado a 31 de marzo de 2005 por el Comité Ejecutivo para el Mando 
Unificado, cuya finalidad era proporcionar una mejor respuesta ante situaciones de 
crisis generadas por masivos ataques terroristas (Barranco & González, 2015), puede 
que también influenciado por titulares como “Rabat advierte contra el riesgo de nuevos 
atentados”
36
 (El País, 22 de marzo de 2005). En este caso, parece que tanto los 
atentados como la masiva respuesta social a los mismos son la causa directa que 
justifica la implementación de esta normativa endurecida. Corroborando así nuestra 
hipótesis (la ocurrencia de un atentado y su proyección en los medios de comunicación 
                                                             
32 Ver Anexo 2 apartado 13 
33 Imagen principal de la portada de El País el día 22 de marzo de 2004. Ver Anexo 2 apartado 14 
34 Ver Anexo 2 apartado 15 
35 Ver Anexo 2 apartado 16 
36 Ver Anexo 2 apartado 17 
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influye en la promulgación de reformas endurecidas que cada vez presentan más rasgos 
del Derecho penal del enemigo).  
Pero estos ataques marcaron un punto de inflexión en la concepción del terrorismo en el 
país, siendo el objetivo de importantes reformas muy posteriores, incluyendo la 
modificación del propio Código Penal español, para hacer frente a este nuevo tipo de 
terrorismo.  Éste es el caso de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, la cual es la 
trasposición de la famosa Decisión Marco Europea 2002/475/JAI dictada tras el 11S, 
también la de su posterior modificadora, la Decisión Marco 2008/919/JAI tal y como se 
expresa en su propia exposición de motivos. A su vez, es la primera legislación 
española que da respuesta fáctica a los atentados del 11M (Pastrana, 2016).  Antes de 
esta reforma las medidas antiterroristas estaban centradas prácticamente en responder al 
terrorismo de ETA (que se trata de un terrorismo a nivel nacional y con una finalidad 
claramente política). Sin embargo, es a partir de la misma, cuando se centran en 
responder a un nuevo tipo de terrorismo, el yihadista (que parte de una base ideológica-
religiosa, se trata de un terrorismo a nivel global y con una finalidad plenamente 
atemorizante).  
En ese mismo año se dictaron otras dos leyes importantes en materia de terrorismo, 
como son la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo y la Ley 31/2010, de 27 de julio, sobre simplificación del 
intercambio de información e inteligencia entre los servicios de seguridad de los 
Estados miembros de la Unión Europea, cuya causa puede atribuirse también a los 
fatídicos atentados del 11M y las posteriores investigaciones realizadas en esta materia, 
obteniendo información como la siguiente: “Un edicto de extremistas autorizó a 
financiar el 11-M con el narcotráfico” (El País, 22 de marzo de 2005)
37
, lo que genera 
una gran preocupación nacional en torno a la financiación del fenómeno terrorista.  
En las dos semanas anteriores al dictamen de las leyes, la única noticia destacada es la 
prohibición del uso del burka en el interior de los edificios públicos de ciertas 
localidades, con la finalidad de aumentar la seguridad, como bien se detalla en las 
siguientes páginas “Un colegio público de Madrid aparta a una alumna por llevar 
                                                             





(El País, 16 de abril de 2010); ni una semana después “El colegio da portazo a la 
chica del “hiyab”
39
 (El País, 21 de abril de 2010); “Polémica en torno a la mujer 
multada por conducir con niqab” 
40
(ABC, 27 de abril de 2010); “De la Alianza de 
Civilizaciones a la cruzada contra el burka”
41
 (ABC, 16 de junio de 2010) o “Barcelona 
veta el “burka” en oficinas públicas y mercados”
42
 (El País, 15 de junio de 2010).  
El popularmente denominado “burka” es un atuendo femenino típico en la religión 
islámica que cubre todo el cuerpo y presenta una tela de material traslúcido que permite 
ver únicamente parte de la cara, el “hijab” es una especie de pañuelo que únicamente 
cubre el pelo y el “niqab” es similar pero también cubre el rostro, quedando solamente 
los ojos al descubierto. El uso de la primera y la última prenda mencionadas (burka y 
niqab) en lugares públicos se prohibió por ley
43
 en aras de garantizar una mayor 
seguridad, con esta afirmación estamos incurriendo en una brutal generalización, 
considerando a todas aquellas mujeres que por su cultura o su religión portan tal 
atuendo como una amenaza para la seguridad pública (al relacionarlas con el fenómeno 
terrorista); violando sus propias libertades personales, como la libertad religiosa o de 
expresión. Incurriendo así en cierta  discriminación social fomentada por la xenofobia 
hacia un colectivo concreto, que en este caso se traduce en una islamofobia, al atacar 
especialmente a aquellos seguidores del Islam, a los cuales se les está privando de 
derechos fundamentales en interés de alcanzar una mayor seguridad (Carretero García, 
2014).  
Respecto a la última ley dictada ese mismo año, la Ley 31/2010, de 27 de julio, sobre 
simplificación del intercambio de información e inteligencia entre los servicios de 
seguridad de los Estados miembros de la Unión Europea,  como bien anuncia en su 
propia exposición de motivos es una materialización de las órdenes impartidas por el 
Consejo Europeo expresadas en la Declaración sobre la Lucha contra el Terrorismo, 
adoptada por el Consejo Europeo en su sesión del 25 de marzo de 2004, mediante la 
                                                             
38 Ver Anexo 2 apartado 18 
39 Ver Anexo2 apartado 19 
40 Ver Anexo 3 apartado 7 
41 Ver Anexo 3 apartado 8 
42 Ver Anexo 2 apartado 20 
43 Concretamente la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de 1 de julio de 2014, sobre 
la prohibición del velo integral en lugares públicos.  
68 
 
trasposición de la Decisión Marco del Consejo 2006/960/JAI. Puede además que tenga 
correlación con la preocupación generada por titulares como “Al Qaeda persigue a sus 
desertores en Irak”
44
 (El País, 19 de julio de 2010) o “Espías paquistaníes planifican 
con los talibanes ataques a la OTAN”
45
 (El País, 27 de julio de 2010), que pretenden 
mostrar la constante amenaza que el fenómeno supone para la sociedad actual.  
Unos años más tarde, en febrero de 2015, se firmó un Acuerdo para afianzar la Unidad 
en Defensa de las Libertades y en la Lucha contra el terrorismo entre las dos 
principales fuerzas políticas españolas (Partido Popular y Partido Socialista Obrero 
Español). Quedó reflejado en la prensa online analizada a través de los siguientes 
titulares “PP y PSOE logran el primer pacto de Estado contra el yihadismo”
46
 (El País, 
3 de febrero de 2015) o “El Estado se blinda contra el Yihadismo”
47
 (ABC, 3 de febrero 
de 2015). Tras cubrir al día siguiente una noticia de semejante impacto como “El Estado 
Islámico extrema su barbarie al quemar vivo a un rehén”
48
 (El País, 4 de febrero de 
2015), “Crueldad sin límite: El Estado Islámico asesina con saña al piloto jordano que 
mantenía como rehén quemándolo vivo dentro de una jaula”
49
 (ABC, 4 de febrero de 
2015); trae consigo un apoyo incondicional de la mayoría de los españoles a la vía 
militar contra el yihadismo, claramente impulsada por el temor a un nuevo atentado 
islamista en la capital del país
50
 (El País, 5 de febrero de 2015).  
El Acuerdo se dirige al fenómeno terrorista como “el peor enemigo de la democracia y 
las libertades” (Acuerdo, 2015, párr.1) y desembocó en una Proposición de Ley para 
modificar el Código Penal con la finalidad de “mejorar y actualizar la respuesta legal 
[…] frente a las nuevas y terribles formas de actuación de quienes ponen en peligro 
nuestras vidas y nuestras libertades” (Acuerdo, 2015, párr.11).  
Este Acuerdo conllevó, apenas dos meses después, que el Código Penal español sufriera 
otra reforma en materia de delitos de terrorismo por la Ley Orgánica 2/2015, 
considerada por los expertos la reforma más significativa, por motivos mencionados con 
                                                             
44 Ver Anexo 2 apartado 21 
45 Ver Anexo 2 apartado 22 
46 Ver Anexo 2 apartado 23 
47 Ver Anexo 3 apartado  9 
48 Ver Anexo 2 apartado 24 
49 Ver Anexo 3 apartado 10 
50 Ver Anexo 2 apartado 25 
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anterioridad. Según lo manifestado en su exposición de motivos, parece ser una 
trasposición de las directrices recogidas en la Resolución del Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas 2178, aprobada el 24 de septiembre de 2014, con la finalidad de hacer 
frente a las nuevas amenazas que el terrorismo internacional de corte yihadista plantea 
(relativas a la captación, adiestramiento, adoctrinamiento y el propio fenómeno 
terrorista individual).  
Esta preocupación se materializó en España a principios de 2015, tras los famosos 
atentados de Francia contra la sede del periódico Charlie Hebdo en enero de este mismo 
año, que tuvieron cobertura en la prensa española bajo los siguientes enunciados: 
“Ataque terrorista a la libertad de prensa en el corazón de Europa”
51
 (El País, 8 de enero 
de 2015), “Ataque a la libertad: salvaje amenaza a la democracia y a la libertad de 
expresión”
52
 (ABC, 8 de enero de 2015), mostrando como el “enemigo” ha atentado 
contra los valores fundamentales de nuestros Estados.  
Los días posteriores al atentado se publican en España noticias de “alerta yihadista: los 
islamistas planean atentar contra aviones comerciales”
53
 (ABC, 11 de enero de 2015), 
que generan gran terror entre la población; utilizando términos como “islamistas” para 
referirse a los terroristas yihadistas, fomentando así cierta islamofobia entre la 
población receptora de esa información, que acaba considerando a los seguidores del 
Islam el “enemigo” que tanto pretenden combatir.  
Con el paso de los días, las noticias fueron evolucionando hacia mensajes como 
“Unidos por la libertad”
54
 (El País, 12 de enero de 2015), acompañados de imágenes de 
masivas manifestaciones sociales (El País, 12 de enero de  2015), tratando de crear 
cierta cohesión social frente al fenómeno terrorista para proclamar una “guerra total a la 
yihad”
55
 (ABC, 13 de enero de 2015), divisando aquí cierta unión social exigiendo 
soluciones para combatir al enemigo público. Estas noticias eran retransmisiones de 
aquello que estaba sucediendo en Francia, pero parece que Europa decidió intervenir 
también ante la ocurrencia de estos atentados contra la libertad de expresión, como bien 
                                                             
51 Ver Anexo 2 apartado 26 
52 Ver Anexo 3 apartado 11 
53 Ver Anexo 3 apartado 12 
54 Ver Anexo 2 apartado 27 
55 Ver Anexo 3 apartado 13 
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informa El País “Europa se plantea medidas de excepción contra el yihadismo”
56
, tras 
las protestas islamófobas que estaban secundándose en toda Europa para mostrar su 
oposición a este fenómeno (El País, 13 de enero de 2015).  
Esto es una clara muestra del poder que tienen los medios de comunicación en la 
creación de la opinión pública, fomentando el terror ante el fenómeno terrorista, que 
parece manifestarse en cierta unión social contra un enemigo público, traducido en una 
islamofobia colectiva, que lleva a la reforma de medidas legislativas en materia de 
terrorismo, en este caso hacia un Derecho penal de autor, característica principal del 
Derecho penal del enemigo. Situación que según informan, se llevaba dando en España 
desde 2010 “España aprobó en secreto en 2010 un plan para combatir a los islamistas”
57
  
(El País, 13 de enero de 2015) y se refuerza tras estos acontecimientos, “PP y PSOE 
pactan medidas drásticas para que el Estado frene el yihadismo”
58
 (ABC, 14 de enero de 
2015), “El gobierno prepara un plan integral contra el yihadismo”
59
 (El País, 18 de 
enero de 2015).  
Por lo tanto, se puede considerar tanto los atentados yihadistas sufridos en Francia como 
la cobertura mediática de los mismos un detonante para la firma de un Acuerdo 
excepcional de lucha contra el yihadismo, basado en proporcionar una respuesta 
adecuada a las incesantes demandas de seguridad por parte de la sociedad; y luchar 
contra el “peor enemigo de la democracia” (Acuerdo, 2015, párr.1).  Esto conlleva 
posteriormente a una reforma endurecida del Código Penal español, que será 
ampliamente criticada por la presencia de numerosos elementos propios del Derecho 
penal del enemigo. Se trata de un claro ejemplo en el que el tratamiento del atentado 
sufrido por parte de los  medios de comunicación genera un clima de inseguridad 
ciudadana con noticias de avisos de peligro por posible ataque; lo que conlleva una 
respuesta del Estado en forma de Acuerdo (manifestación del Derecho penal de 
emergencia) que implica una posterior reforma endurecida del Código Penal español 
(con rasgos característicos del Derecho penal del enemigo). 
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57 Ver Anexo 2 apartado 28 
58 Ver Anexo 3 apartado 14 
59 Ver Anexo 2 apartado 29 
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Las mismas correlaciones se extrapolan a la promulgación de la Ley Orgánica 4/2015, 
de protección de la seguridad ciudadana, dictada en la misma fecha.  
La última reforma del Código Penal se realizó el año pasado, mediante la Ley Orgánica 
1/2019, de 20 de febrero, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal, para transponer Directivas de la Unión Europea en los 
ámbitos financiero y de terrorismo, y abordar cuestiones de índole internacional. Esta 
Ley apenas introdujo cambios significativos en materia de terrorismo, puesto que tal y 
como afirma en su propia exposición de motivos, la anterior reforma producida por la 
Ley Orgánica 2/2015 se anticipó a la mayoría de las directrices europeas expuestas en la 
Directiva 2017/541/UE, que constituye la base de esta LO 1/2019.  
Desde la fecha de las últimas medidas implantadas, Europa ha sido objetivo de 
numerosos ataques terroristas de índole yihadista, entre ellos: el famoso 13N en París a 
finales de 2015; los atentados de Bruselas, en marzo de 2016; los atentados en el 
Aeropuerto principal de Estambul en Turquía, en junio de 2016; el atentado de Niza, en 
julio de 2016; o el atentado de Berlín en diciembre de este mismo año. Convirtiéndose 
así en uno de los años más destacados en la historia del terrorismo yihadista en territorio 
europeo, como bien muestran los gráficos de Europol (Europol, 2017 & Noticias 
Parlamento Europeo, 2019). Pero a ámbito nacional, cabe destacar los atentados de 
Cataluña en agosto de 2017, los cuales pueden tener cierta correlación con el dictamen 
de esta última reforma, ya que afortunadamente el país no ha vuelto a ser víctima de 
este tipo de violencia y durante este periodo de tiempo hay cierta ausencia de 
información al respecto en los periódicos analizados.  
Los mencionados atentados de Cataluña trajeron consigo titulares como “El yihadismo 
golpea a España en Barcelona”
60
 (ABC, 18 de agosto de 2017) y “Matanza terrorista en 
La Rambla de Barcelona”
61
 (El País, 18 de agosto de 2017) inmediatamente después del 
atentado, mostrando mensajes de unión social contra los terroristas bajo el lema “No 
tenemos miedo”
62
 (ABC, 19 de agosto de 2017) o su versión catalana “No tenim 
por!”
63
(El País, 19 de agosto de 2017). Pronto encontraron a su chivo expiatorio
64
 (la 
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72 
 
búsqueda de un enemigo al que culpar y castigar es un rasgo bastante común en el 
Derecho penal del enemigo) como bien enuncia este titular “Un imán salafista era el 
líder espiritual de la célula”
65
 (ABC, 20 de agosto de 2017), denominando a los 
culpables “la joven tropa del imán Abdelbaki”
66
 (El País, 20 de agosto de 2017). Pero 
centrándose específicamente en el imán, investigando su trayectoria (ABC, 21 de agosto 
de 2017
67
 & El País, 21 de agosto de 2017
68
) y sus actos: “el imán radicalizó a jóvenes 
plenamente integrados; su estrategia abre un nuevo frente en la lucha antiyihadista; o 
seducción del mal en Ripoll”
69
 (El País, 22 de agosto de 2017).  
Posteriormente, proporcionan la siguiente información: “Abatido el autor de la matanza 
de Barcelona”
70
 (ABC, 22 de agosto de 2017) o “Los Mossos matan al autor de la 
masacre de Barcelona”
71
 (El País, 22 de agosto de 2017); lo que tranquiliza a la 
población porque parece que han acabado con el “enemigo”. Magnificando su amenaza 
a través de titulares como “Los terroristas preparaban un atentado de gran 
envergadura”
72
(ABC, 23 de agosto de 2017). Cuando parece ser que podían haber sido 
evitados con una mejor comunicación e investigación internacional a ámbito europeo, 
puesto que “La policía de Bélgica comunicó sus sospechas sobre el imán de Ripoll”
73
 
(El País, 23 de agosto de 2017),  “La alerta belga sobre el imán de Ripoll llegó a los 
Mossos”
74
 (El País, 24 de agosto de 2017) e incluso a ámbito nacional, puesto que se 
averiguó como “La policía pinchó el móvil del imán de Ripoll en 2005 por trabajar para 
Al Qaida”
75
 (ABC, 25 de agosto de 2017) y “la cúpula de los Mossos ignoró el aviso de 
la CIA sobre un atentado en las Ramblas”
76
 (ABC, 1 de septiembre de 2017).  
                                                                                                                                                                                  
64
 Término cuyo significado en relación al terrorismo engloba la consideración de una persona como 
“falso culpable”, al que se le atribuyen los males de la comunidad a la que pertenece para eximir a los 
verdaderos responsables (Beriain, 2007, p.100).  
65 Ver Anexo 3 apartado 17 
66 Ver Anexo 2 apartado 32 
67 Ver Anexo 3 apartado 18 
68 Ver Anexo 2 apartado 33 
69 Ver Anexo 2 apartado 34 
70 Ver Anexo 3 apartado 19 
71 Ver Anexo 2 apartado 34 
72 Ver Anexo 3 apartado 20 
73 Ver Anexo 2 apartado 35 
74 Ver Anexo 2 apartado 36 
75
 Ver Anexo 3 apartado 21 
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Finalmente, trataron de exculparse de la siguiente manera “La Generalitat admite que 
tuvo información y culpa al Estado”
77
 (El País, 1 de septiembre de 2017) dejando 
muchas incógnitas abiertas en el caso, como bien informa la fuente El País (2017) “dos 
semanas después de los atentados, se acumulan sospechas sobre su origen y 
organización
78
 (El País, 2 de septiembre de 2017). Puede ser que esta evidente falta de 
cooperación entre las autoridades que han mostrado los medios de comunicación,  
fomentase la promulgación de la presente LO 1/2019, que a su vez constituye la última 
reforma del Código Penal español en materia terrorista.  
5.3 Conclusiones de la sección 
Partiendo de los estudios previos en la materia y tras el análisis periodístico llevado a 
cabo en la presente sección, se obtienen las siguientes conclusiones: 
En primer lugar se ha observado como la cobertura mediática del fenómeno yihadista es 
masiva tras el padecimiento de unos atentados. Sin apreciar  diferencias relevantes en el 
tratamiento proporcionado al fenómeno del terrorismo en ambas fuentes pese a sus 
diferencias ideológicas (El País y ABC).  Inmediatamente después del atentado, ambos 
diarios comienzan relatando lo ocurrido, proporcionando cifras de los muertos y 
heridos; exagerando muchas veces la magnitud del fenómeno y el riesgo de su 
ocurrencia en el futuro, lo que conlleva a una creación de cierta sociedad del miedo y 
pánico moral al respecto. Tras un par de días, se centran en buscar culpables de los 
hechos mientras muestran cohesión social frente a la amenaza terrorista y finalmente 
anuncian la posible toma de medidas endurecidas al respecto para evitar atentados 
futuros.  
Sin embargo, no se ha evidenciado el proporcionamiento de información alguna relativa 
a las reformas una vez éstas han sido implantadas. La única noticia aportada al respecto 
es sobre el Acuerdo antiterrorista pactado por las dos fuerzas políticas principales (PP y 
PSOE) en 2015. Por lo tanto, el resultado es que la mayoría de la sociedad conoce el 
problema que supone esta amenaza, que muchas veces está magnificada, pero 
generalmente ignoran las medidas que paulatinamente se han ido tomando al respecto. 
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77 Ver Anexo 2 apartado 37 
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Identificando esta falta de información respecto a las medidas implantadas como un 
factor influyente en la incesante demanda de seguridad.  
Esta cobertura mediática de los atentados yihadistas, en muchas ocasiones se convierte 
no solo en la opinión, sino también en la acción pública en materia de terrorismo. La 
búsqueda de cohesión social frente a la amenaza terrorista y la identificación de 
enemigos, puede incurrir en generalizaciones indebidas que conllevan la propagación de 
un sentimiento de islamofobia colectiva que radica en la discriminación del colectivo 
musulmán
79
. Todas estas características expuestas fomentan la presencia del Derecho 
penal del enemigo en la legislación antiterrorista.  
Una vez concluido esto, se puede afirmar que los medios de comunicación tienen un 
gran poder en la determinación de la opinión pública respecto al fenómeno terrorista. La 
cobertura mediática de los atentados yihadistas tiende a magnificar la amenaza real que 
este fenómeno supone para la sociedad en general. La ocurrencia del propio atentado 
junto con su proyección en los medios de comunicación, generan un clima de miedo que 
fomenta la unión social contra un enemigo público que ha atentado contra los valores 
fundamentales de nuestros Estados. Esto se materializa en manifestaciones populares, 
que demandan una protección más eficaz, constituyendo esta demanda una causa 
detonante del dictamen de reformas legislativas endurecidas, tal y como se recoge en las 
exposiciones de motivos de algunas leyes analizadas (como es el caso de la LO 7/2003 
y el Acuerdo de 2015 que conllevó el dictamen de la LO 2/2015, entre otras).   
Por último, cabe destacar que la presente investigación llevada a cabo en esta sección no 
puede darse por concluida sino que ha de considerarse como un punto de partida para 
futuras investigaciones en las que parece necesario abordar esta hipótesis en otros 
géneros propios de la información, o la realización de un análisis más detallado del 
contenido en los estudiados (no solamente abordar las portadas). También se debe 
extender el estudio a nuevos formatos y redes sociales, porque la presencia de un 
discurso mediático fiel a la realidad resulta necesaria en materia de delitos terroristas 
para proporcionar respuestas adecuadas al fenómeno.  
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 Fenómeno del que son plenamente conscientes, puesto que el propio periódico El País (2017) publicó 
un artículo al respecto: “Retrato de una comunidad islámica”, donde “relata el día a día de un grupo de 
musulmanes en Murcia, después de que su vida se viera sacudida por el atentado de Barcelona”. Ver 
anexo 2 apartado 39.  
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6. CONSIDERACIONES FUTURAS 
 
Una vez comprobado que con el paso del tiempo las reformas implantadas en la 
normativa antiterrorista española han ido endureciendo la legislación, presentando esta 
cada vez más rasgos característicos del Derecho penal del enemigo. Tras la 
identificación de los medios de comunicación como factores influyentes en el dictamen 
de las reformas legislativas que suponen tal endurecimiento. La última sección del 
trabajo, partiendo de los peligros derivados de la aplicación de este “tipo” de Derecho,  
muestra la necesidad de ciertos cambios para limitar su aplicación, recoge propuestas 
para la modificación de la normativa antiterrorista y manifiesta la necesidad de que 
estas vayan acompañadas de reformas en otros ámbitos.   
6.1 Peligros identificados 
Tras un análisis exhaustivo, se aprecia como la propia legislación española con las 
modificaciones sufridas por las recientes reformas, está contribuyendo a la creación de 
un nuevo “enemigo público”, el perfil típico del “terrorista” (Aguerri, 2019, p.26), 
convirtiéndose así la legislación penal antiterrorista en una clara representación del 
famoso Derecho penal del enemigo (Capdevila, 2015), que incurre en la violación de los 
principios básicos del Derecho y vulnera derechos fundamentales de los ciudadanos 
(Grupo de Estudios de Política Criminal, 2013; Meliá, 2002). Pudiendo dar lugar así a 
un quebrantamiento del Estado de Derecho.  
Tal y como ha manifestado Iñaki Rivera Beiras (2018) la respuesta proporcionada al 
fenómeno terrorista en los últimos años incurre en la siguiente paradoja: “una 
emergencia que surgió para combatir los focos subversivos de la sociedad ha acabado 
subvirtiendo los fundamentos mismos del sistema penal democrático” (citado en Rimo, 
Arnau & Hernández, p.22). En gran medida, es debido a que en la actualidad, son 
muchos los ciudadanos que anteponen la seguridad a la libertad, siendo esto más común 
cuando se trata del fenómeno terrorista por percibirlo como una de las mayores 
amenazas de la sociedad contemporánea.  
Finalmente, cabe reproducir la reflexión realizada por Álvarez Conde y González 
(2006) “si el propósito de la lucha contra el terrorismo es la defensa de las libertades y 
el fortalecimiento de la democracia, no se puede recurrir a prácticas que supongan su 
total conculcación” (Álvarez Conde & González, 2006, p. 9). 
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6.2 ¿Cómo limitar su aplicación? 
Una vez analizados todos los peligros que la aplicación de este Derecho penal del 
enemigo supone para el Estado democrático y la totalidad de sus ciudadanos, se debe 
focalizar la atención en erradicar su aplicación.  
Como bien se abordó en el Marco Teórico, una de las principales cuestiones a solventar 
sería la correcta definición del término “terrorismo” en sí, que abarque con una mayor 
precisión técnica todo el espectro terrorista existente en la actualidad (Rivas, 2007); 
puesto que la falta de una definición común del propio término, ha conllevado cierto 
vacío jurídico, que ha sido aprovechado por algunas legislaciones para sancionar ciertas 
conductas que no dañan bien jurídico alguno, violando así los principios rectores del 
Derecho penal (Palacios & Riquert, 2007). Por lo tanto, se considera imprescindible 
alcanzar un consenso internacional para lograr una correcta definición, 
contextualización y tipificación común del fenómeno (Zuniaga, 2011, Basoco, 2016); 
siendo esta definición estrictamente necesaria para la articulación de medidas 
contraterroristas porque “delimita el ámbito material de aplicación de dicha normativa”  
(Carrasco 2010 citado en Zuniaga, 2011, p.25; Basoco, 2016). Por consiguiente, hasta 
que no se alcance esta definición, no será posible prevenir ni responder al fenómeno del 
terrorismo de forma justa y eficaz (Zuniaga, 2011, Basoco, 2016).  
 
El terrorismo es un fenómeno que a nivel primario todavía no está concretamente 
definido y a nivel secundario, la respuesta contra el mismo es inmediata y severa. Desde 
un punto de vista sociológico, esto se explica partiendo de las teorías previamente 
expuestas de la sociedad del riesgo y el pánico moral, que la amenaza terrorista ha 
generado en la sociedad actual. Partiendo de esto, las políticas antiterroristas se centran 
en un enfoque tipo rombo sobre el hecho terrorista concreto, traducido en analizar los 
daños provocados por el mismo para aumentar la respuesta proporcionada a sus autores, 




En las últimas décadas se ha tomado el concepto de prevención como sinónimo de 
control y bajo el mismo se ampara la expansión de cierto punitivismo con una finalidad 
meramente simbólica “disciplinar a los individuos y legitimar a las instituciones”, para 
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mostrar que “se está haciendo algo” al respecto con la finalidad de evadir 
responsabilidades futuras (Aguerri, 2019, p.26).  
 
Sin embargo, se ha dejado de lado el estudio de las causas del fenómeno, que es lo 
realmente importante para lograr su eficaz prevención y para la reducción de sus efectos 
en un futuro; siendo esto lo que realmente necesita la sociedad para aumentar el 
sentimiento de seguridad (Aldaz, 2019). De esta forma, se configuraría un régimen 
basado en la confianza, donde se minimizarían los daños materiales y personales 
ocasionados por el fenómeno terrorista, y se haría más efectiva la defensa ante este tipo 
de criminalidad, sin la necesidad de aumentar la presencia policial ni endurecer la 
legislación antiterrorista (Aldaz, 2019).  
 
6.3 Propuesta de modificaciones en la normativa antiterrorista 
En este apartado se van a mostrar algunas de las modificaciones que ha propuesto la 
doctrina en relación a la normativa antiterrorista con la finalidad de combatir el 
fenómeno de una forma más eficaz, brindando siempre el debido respeto a los 
principios básicos del Estado de Derecho. Cabe destacar que, a pesar de la gran cantidad 
de críticas que ha recibido esta normativa en las últimas décadas, han sido pocos los 
autores que se han detenido a analizarla en profundidad  con el objetivo de proponer 
posibles soluciones al respecto, limitándose el resto a una descalificación general de la 
misma para nada constructiva   (Ladrón de Guevara Pascual, 2018). 
Dentro de las sugerencias propuestas por la doctrina, se pueden encontrar tres posturas: 
una centrada en la interpretación restrictiva de la normativa existente, apostando por la 
introducción de una descripción más detallada de los tipos para limitar la subjetividad 
de apreciación; otra centrada en la reforma de ciertos tipos penales, la que apuesta por la 
promulgación de reformas legales con propuestas alternativas de regulación de algunos 
aspectos de los mismos; y por último, otra postura que incluso apuesta por desaparición 
de ciertos tipos delictivos, con la finalidad de destipificar algunas conductas por 
considerar que no son constitutivas de delito.  
En primer lugar se analizará la propuesta de detallar específicamente toda la regulación, 
esta parte de la eliminación de cualquier vaguedad que pueda ser malinterpretada para 
evitar “resoluciones imprevisibles” (Arnau & Hernández, 2019, p.187). De esta manera, 
el dictamen del juez deberá ceñirse estrictamente a la interpretación restrictiva de tales 
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tipos, siendo necesario demostrar pruebas razonables de su naturaleza y carácter. (Arnau 
& Hernández, 2019). Para ello, será imprescindible la delimitación exacta del ámbito 
personal que pueda llegar a alcanzar la suspensión de derechos fundamentales con la 
finalidad de evitar su abuso (regulado en el art. 55.2 de la CE) (Ladrón de Guevara 
Pascual, 2018).  
En segundo lugar, se encuentran propuestas alternativas a la regulación de ciertos tipos 
delictivos concretos. Como es el caso de los polémicos delitos de expresión,  dentro de 
los cuales se propone la reforma de los delitos de incitación al terrorismo, interviniendo 
solamente en aquellos casos que se incite de forma pública y directa a la comisión de 
delitos (Grupo de Estudios de Política Criminal, 2013). Partiendo de uno de los 
principios esenciales del Derecho penal, el principio de intervención mínima que 
dispone únicamente la penalización de aquellos atentados más graves contra los bienes 
jurídicos protegidos y el carácter de último recurso que debe tener el Derecho penal por 
su propia naturaleza (García, 2017).  
Por último, son algunos los estudios que incluso proponen la desaparición de ciertos 
tipos delictivos en materia terrorista como los delitos de enaltecimiento y apología al 
terrorismo o el delito de autoadoctrinamiento entre otros, apostando por una 
excarcelación de los sujetos condenados por los delitos enumerados (Grupo de Estudios 
de Política Criminal, 2013). Con la finalidad de acabar con el adelantamiento de la 
intervención penal punitiva basada en la supuesta peligrosidad del autor y las 
desproporcionadas sanciones que actualmente se están imponiendo a esos actos que ni 
siquiera consideran constitutivos de delito (García, 2017).  
6.4 Requerimiento de reformas en otros ámbitos  
Los cambios legislativos que se han señalado en el apartado anterior, deben ir 
acompañados de reformas en otros ámbitos para limitar la aplicación del Derecho penal 
del enemigo.  
En primer lugar, se debe garantizar que la información proporcionada por los medios de 
comunicación en relación al fenómeno del terrorismo yihadista sea lo más fiel a la 
realidad posible; puesto que han demostrado fomentar el sentimiento de inseguridad 
ciudadana y la creación de un enemigo público, generando cierta presión social que  
influye en la toma de medidas endurecidas en materia de terrorismo. Para ello, hay que 
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comenzar por suministrarles datos oficiales de la magnitud del fenómeno, evitando así 
que lo sobredimensionen y fomenten la sensación de miedo respecto a la probabilidad 
de ocurrencia del hecho delictivo.  
En segundo lugar, para la configuración de las leyes penales en esta materia es 
imprescindible seguir las recomendaciones de los colegios profesionales y los institutos 
científicos de ámbito académico que están inmersos en investigaciones en materia de 
terrorismo internacional de corte yihadista. Pues, “las leyes penales deben ser el 
resultado de un proceso reflexivo y científico” y no de una presión social por miedo al 
delito (Guillamondegui, 2005, p.17). 
Partiendo de esta reflexión científica, se deben realizar cambios en la normativa 
antiterrorista, retrasando la intervención policial o penal a última instancia. En 
definitiva, el Derecho penal, como sistema de control social formal, únicamente será 
eficaz si es fiel al principio de ultima ratio y va acompañado de otros sistemas de 
control social informal como son la familia, la escuela o ciertas asociaciones civiles, 
profesionales o religiosas (Guillamondegui, 2005).  
Para combatir el fenómeno terrorista, se debe procurar una actuación correcta de los 
diversos poderes públicos, adecuada a las coordenadas del Estado de Derecho, 
mejorando los servicios de información e inteligencia y fomentando la cooperación 
policial y judicial tanto a ámbito nacional como internacional (Álvarez Conde & 
González, 2006). Como bien sostuvo Beccaria en el siglo XVIII la eficacia de las penas 
reside en su infalibilidad y no en su crueldad, por lo tanto no se trata de buscar un 
Derecho penal más duro sino uno más ágil (Beccaria citado en Guillamondegui, 2005, 
p.17) Pudiendo extrapolar esto al ámbito del terrorismo en la esfera de la coordinación, 
puesto que lo importante no es castigar de forma extremadamente punitiva a aquellas 
personas que han cometido un delito catalogado como “terrorista” sino tratar de 







7. CONCLUSIONES FINALES 
Tras la realización del presente trabajo, se han podido alcanzar las siguientes 
conclusiones: 
PRIMERA. La lucha antiterrorista y el debido respeto a los derechos humanos y las 
libertades fundamentales llevan décadas conformando una gran preocupación tanto a 
nivel europeo como a nivel nacional. Tras los atentados del 11S, el panorama legislativo 
antiterrorista ha sufrido amplias reformas, dando lugar a una Guerra Global contra el 
fenómeno del terrorismo yihadista. Esto ha conllevado el desempeño de prácticas 
antiterroristas que vulneran el Derecho Internacional y los derechos fundamentales de 
los ciudadanos, apreciándose cada vez más la aplicación de una especie de Derecho 
penal del enemigo en la materia.  
SEGUNDA. La normativa antiterrorista española, ha sido endurecida, presentando cada 
vez más rasgos típicos del denominado Derecho penal del enemigo. Con el paso de los 
años, las reformas implantadas en materia penal se han caracterizado por: un paulatino 
incremento de las conductas tipificadas como delitos de terrorismo; un considerable 
adelantamiento de la intervención penal, mediante el castigo de conductas 
protopreparatorias (sin perjuicio de un bien jurídico concreto); y una ampliación 
desproporcional de las penas, dirigidas a hechos futuros junto a un endurecimiento de su 
ejecución. De esta manera, se incurre en una violación de los principios básicos del 
Derecho penal (especialmente el principio del hecho, el de intervención mínima y el de 
proporcionalidad de las penas, junto con la principal finalidad de reinserción social de 
los infractores) y de los derechos fundamentales de los ciudadanos (especialmente la 
libertad de pensamiento y expresión).  
TERCERA. La legislación penal vigente en materia de terrorismo constituye un 
modelo de Derecho penal del enemigo, caracterizada por una intervención punitiva del 
Derecho penal previa al perjuicio de un bien jurídico concreto, partiendo de la supuesta 
peligrosidad inherente al autor de esta tipología delictiva. Los ejemplos más claros de 
ello son: por un lado el artículo 575 que regula el adoctrinamiento, el adiestramiento 
pasivo y el autoadoctrinamiento; y por otro lado, el artículo 578, que regula el 
enaltecimiento o justificación del terrorismo y la humillación a las víctimas del 
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fenómeno. Ambos plantean problemas en relación a los principios generales de libertad, 
de proporcionalidad y de intervención mínima del Derecho penal.  
CUARTA. Los medios de comunicación tienen cierta influencia en el endurecimiento 
de las reformas de la normativa antiterrorista española. Lo que sucede es que 
proporcionan una cobertura masiva del fenómeno yihadista tras el padecimiento de un 
atentado, magnificando la amenaza que éste supone, lo que a su vez, genera un clima de 
miedo y pánico moral al respecto, fomentando la unión social contra un enemigo 
público. Esta búsqueda de cohesión social frente a la amenaza terrorista y la 
identificación de enemigos, influye en la creación de generalizaciones indebidas que 
conllevan la propagación de un sentimiento de islamofobia que radica en la 
discriminación del colectivo musulmán en su totalidad. Sentimientos que convierten en 
exigencias de cambios en las respuestas proporcionadas al fenómeno del terrorismo 
yihadista a través de manifestaciones populares, donde demandan una protección más 
eficaz. De manera que se origina cierta presión social que justifica respuestas por parte 
del Estado en forma de reformas legislativas que implantan medidas excepcionales en 
esta materia, superando los límites comunes de la legislación penal.  
QUINTA. La superación de los límites comunes de la legislación penal entraña un 
peligro considerable para el Estado de Derecho y la totalidad de ciudadanos que lo 
conforman. Se está fundando una guerra contra los sujetos considerados singularmente 
peligrosos, denominados “enemigos” de la sociedad y se utiliza el Derecho penal para la 
defensa en lugar de para la convivencia. Justificando así la aplicación de unas medidas 
excepcionales que no respetan sus derechos fundamentales. Es decir, se está aplicando 
un Derecho diferente al aplicado para el resto de ciudadanos, conocido como Derecho 
penal del enemigo, que incurre en la violación de los principios básicos del Derecho y 
vulnera los derechos fundamentales de los ciudadanos; pudiendo dar lugar así a un 
quebrantamiento del Estado de Derecho.  
SEXTA. Los ámbitos de mejora identificados en este campo se centran en: 
proporcionar una definición universal del término “terrorismo” en sí, para acabar con el 
vacío jurídico y por consiguiente con la violación de los principios rectores del 
Derecho; atender al estudio de las causas del fenómeno a fin de lograr una prevención 
eficaz del mismo sin la necesidad de endurecer la legislación antiterrorista; por otro 
lado, se centran en las propuestas de modificación de la legislación antiterrorista 
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(encontrando tres posturas doctrinales completamente diferentes que van desde una 
interpretación restrictiva de la normativa existente, a una reforma de ciertos tipos 
penales o incluso la desaparición de los mismos); y por último, se anima a la reforma de 
otros ámbitos como el social y el político para luchar contra el fenómeno terrorista de 
una forma más eficaz, apostando siempre por la transparencia y la coordinación 
internacional.  
SÉPTIMA. Finalmente, reflexionando sobre la célebre frase enunciada por Benjamin 
Franklin “quien pone la seguridad por encima de la libertad, se arriesga a perder 
ambas”. Se plantea una última cuestión al respecto: si uno de los objetivos principales 
de la lucha contra el terrorismo yihadista radica en la defensa de las libertades y el 
fortalecimiento de la democracia ¿por qué para intentar combatirlo se permite la 
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La base de esta investigación sobre la presencia del Derecho penal del enemigo en la 
legislación española vigente en materia de terrorismo parte de la gran cantidad de 
críticas que numerosos expertos han proporcionado al respecto en las últimas décadas 
(Álvarez Conde & González, 2006; Arnau & Hernández, 2019; Jakobs & Meliá, 2003; 
Meliá, 2006; Llinares, 2005; Palacios & Riquert, 2007; Vaz, 2017). Partiendo de los 
atentados del 11S, que marcaron un punto de inflexión en el terrorismo internacional 
puesto que conllevaron una reforma legislativa a nivel mundial (Benítez, 2003;  
Calduch Cervera, 2001; Cordon, 2009; Fernández, 2007; Franch, 2006).  
En primer lugar se analiza el fenómeno del terrorismo en general: mostrando el interés 
científico y social del fenómeno terrorista, los problemas existentes en la definición del 
término “terrorismo” y el surgimiento de una nueva tipología tras el 11S. 
Posteriormente, se proporciona una conceptualización y definición del abstracto término 
“Derecho penal del enemigo”, exponiendo las críticas que han surgido al respecto 
debido a su presencia detectada en la legislación antiterrorista. Para corroborarlo, se 
analiza brevemente la normativa antiterrorista europea, tratando de identificar los 
factores que han conllevado a la aplicación de la misma y recogiendo las principales 
críticas que han surgido al respecto por su posible incursión en el Derecho penal del 
enemigo. Después, se lleva a cabo un análisis detallado de la normativa antiterrorista 
española para averiguar si ha ido endureciendo con el paso del tiempo presentando cada 
vez más rasgos característicos del Derecho penal del enemigo. A su vez, se centra en 
una identificación de los posibles elementos del Derecho penal del enemigo en el 
ámbito penal de la legislación española vigente en materia terrorista.  
Una vez analizado esto, dedica una sección a estudiar los factores que han podido influir 
en el dictamen de las reformas que han supuesto tal endurecimiento, para lo cual parte 
de un análisis periodístico (centrado en la revisión de las portadas de los periódicos 
online ABC y El País), atendiendo a la ocurrencia de aquellos atentados yihadistas más 
próximos al dictamen de las reformas y su proyección en los medios de comunicación. 
Donde se examinará la influencia que éstos tienen en la materia.   
Finalmente, se enfatiza el problema que supone la presencia del Derecho penal del 
enemigo y los peligros derivados de su aplicación, exponiendo ciertas propuestas de 
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modificación en la normativa antiterrorista para limitar la aplicación del Derecho penal 
del enemigo e intentar abordar el fenómeno del terrorismo yihadista de la forma más 
eficaz posible.  
Las principales conclusiones extraídas mediante la realización del presente trabajo de 
investigación son las siguientes.  
En primer lugar, los atentados del 11S supusieron una transformación del panorama 
legislativo antiterrorista, dando lugar a una Guerra Global contra el fenómeno del 
terrorismo yihadista. Esto ha conllevado el desempeño de prácticas antiterroristas que 
vulneran el Derecho Internacional y los derechos humanos de los ciudadanos, 
apreciándose cada vez más la aplicación de una especie de Derecho penal del enemigo 
en la materia.  
Tras un análisis detallado de la normativa antiterrorista española, se corrobora como 
ésta ha sido endurecida con el paso del tiempo, presentando cada vez más rasgos típicos 
del denominado Derecho penal del enemigo. Con el paso de los años, las reformas 
implantadas en materia penal se han caracterizado por: un paulatino incremento de las 
conductas tipificadas como delitos de terrorismo; un considerable adelantamiento de la 
intervención penal, mediante el castigo de conductas protopreparatorias (sin perjuicio de 
un bien jurídico concreto); y una ampliación desproporcional de las penas, dirigidas a 
hechos futuros junto a un endurecimiento de su ejecución. De esta manera, se incurre en 
una violación de los principios básicos del Derecho penal (especialmente el principio 
del hecho, el de intervención mínima y el de proporcionalidad de las penas, junto con la 
principal finalidad de reinserción social de los infractores) y de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos (especialmente la libertad de pensamiento y 
expresión).  
Por consiguiente, la legislación penal vigente en materia de terrorismo constituye un 
modelo de Derecho penal del enemigo, caracterizada por una intervención punitiva del 
Derecho penal previa al perjuicio de un bien jurídico concreto, partiendo de la supuesta 
peligrosidad inherente al autor de esta tipología delictiva. Los ejemplos más claros de 
ello son: por un lado el artículo 575 que regula el adoctrinamiento, el adiestramiento 
pasivo y el autoadoctrinamiento; y por otro lado, el artículo 578, que regula el 
enaltecimiento o justificación del terrorismo y la humillación a las víctimas del 
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fenómeno. Ambos plantean problemas en relación a los principios generales de libertad, 
de proporcionalidad y de intervención mínima del Derecho penal.  
Después, se ha mostrado cómo los medios de comunicación tienen cierta influencia en 
el endurecimiento de las reformas de la legislación española en materia de terrorismo. 
En efecto, proporcionan una cobertura masiva del fenómeno yihadista tras el 
padecimiento de un atentado, magnificando la amenaza que éste supone, lo que a su 
vez, genera un clima de miedo y pánico moral al respecto, fomentando la unión social 
contra un enemigo público. Esta búsqueda de cohesión social frente a la amenaza 
terrorista y la identificación de enemigos, influye en la creación de generalizaciones 
indebidas que conllevan la propagación de un sentimiento de islamofobia que radica en 
la discriminación del colectivo musulmán en su totalidad. Sentimientos que convierten 
en exigencias de cambios en las respuestas proporcionadas al fenómeno del terrorismo 
yihadista a través de manifestaciones populares, donde demandan una protección más 
eficaz. De manera que se origina cierta presión social que justifica respuestas por parte 
del Estado en forma de reformas legislativas que implantan medidas excepcionales en 
esta materia, superando los límites comunes de la legislación penal. 
Esta superación de los límites comunes de la legislación penal entraña un peligro 
considerable para el Estado de Derecho y la totalidad de ciudadanos que lo conforman. 
Se está fundando una guerra contra los sujetos considerados singularmente peligrosos, 
denominados “enemigos” de la sociedad y se utiliza el Derecho penal para la defensa en 
lugar de para la convivencia. Justificando así la aplicación de unas medidas 
excepcionales que no respetan sus derechos fundamentales. Es decir, se está aplicando 
un Derecho diferente al aplicado para el resto de ciudadanos, conocido como Derecho 
penal del enemigo, que incurre en la violación de los principios básicos del Derecho y 
vulnera los derechos fundamentales de los ciudadanos; pudiendo dar lugar así a un 
quebrantamiento del Estado de Derecho.  
Los ámbitos de mejora identificados en este campo se centran en: proporcionar una 
definición universal del término “terrorismo” en sí, para acabar con el vacío jurídico y 
por consiguiente con la violación de los principios rectores del Derecho; atender al 
estudio de las causas del fenómeno a fin de lograr una prevención eficaz del mismo sin 
la necesidad de endurecer la legislación antiterrorista; por otro lado, se centran en las 
propuestas de modificación de la legislación antiterrorista (encontrando tres posturas 
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doctrinales completamente diferentes que van desde una interpretación restrictiva de la 
normativa existente, a una reforma de ciertos tipos penales o incluso la desaparición de 
los mismos); y por último, se anima a la reforma de otros ámbitos como el social y el 
político para luchar contra el fenómeno terrorista de una forma más eficaz, apostando 
siempre por la transparencia y la coordinación internacional.  
Finalmente, reflexionando sobre la célebre frase enunciada por Benjamin Franklin 
“quien pone la seguridad por encima de la libertad, se arriesga a perder ambas”. Se 
plantea una última cuestión al respecto: si uno de los objetivos principales de la lucha 
contra el terrorismo yihadista radica en la defensa de las libertades y el fortalecimiento 
de la democracia ¿por qué para intentar combatirlo se permite la incursión en prácticas 
que pueden conllevar su quebrantamiento?  
Respecto a los posibles agentes sociales públicos y privados interesados en la lectura del 
trabajo, puede resultar interesante a todos aquellos pertenecientes al ámbito penal y la 
política criminal centrada en el fenómeno del terrorismo yihadista. Puede servirles de 
alguna utilidad para la realización de futuros estudios en la materia o simplemente para 
reflexionar acerca del propio fenómeno y la respuesta que le ha sido proporcionada en 
nuestro país a lo largo de la historia; además de ampliar la lista de posibles factores 
determinantes de las endurecidas reformas que se han promulgado en las últimas 
décadas.  
También se identifican futuras líneas de estudio para extender el presente trabajo: por 
un lado, se precisa un análisis semejante en el ámbito de la legislación procesal y 
penitenciaria en materia terrorista; y por otro lado, ampliar el análisis periodístico 
realizado, observando la información proporcionada en otros formatos, puesto que la 
presencia de un discurso mediático fiel a la realidad resulta necesaria en materia de 









ANEXO 1: Artículo 3 de la Directiva (UE) 2017/541, del Parlamento Europeo y del 
Consejo (15 de marzo de 2017)   
Listado de actos que son considerados delitos terroristas: 
a) atentados contra la vida de una persona que puedan tener resultado de muerte; 
b) atentados contra la integridad física de una persona; 
c) el secuestro o la toma de rehenes;  
d) destrucciones masivas de instalaciones estatales o públicas, sistemas de transporte, 
infraestructuras, sistemas informáticos incluidos, plataformas fijas emplazadas en la 
plataforma continental, lugares públicos o propiedades privadas, que puedan poner en 
peligro vidas humanas o producir un gran perjuicio económico; 
e) el apoderamiento ilícito de aeronaves y de buques o de otros medios de transporte 
colectivo o de mercancías; 
f) la fabricación, tenencia, adquisición, transporte, suministro o utilización de 
explosivos o armas de fuego, armas químicas, biológicas, radiológicas o nucleares 
inclusive, así como la investigación y el desarrollo de armas químicas, biológicas, 
radiológicas o nucleares; 
g) la liberación de sustancias peligrosas, o la provocación de incendios, inundaciones o 
explosiones cuyo efecto sea poner en peligro vidas humanas; 
h) la perturbación o interrupción del suministro de agua, electricidad u otro recurso 
natural básico cuyo efecto sea poner en peligro vidas humanas; 
i) la interferencia ilegal en los sistemas de información a tenor del artículo 4 de la 
Directiva 2013/40/UE del Parlamento Europeo y del Consejo en los casos en los que 
sea de aplicación su artículo 9, apartado 3 o apartado 4, letras b) o c), y la interferencia 
ilegal en los datos a tenor de su artículo 5, en los casos en los que sea de aplicación su 
artículo 9, apartado 4, letra c); 
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